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13 de enero de 2005
Señor Presidente:

Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia para remitirle la nota del 10 de enero de 2005 mediante la cual el señor Reinaldo Rodríguez Gallad, Secretario del Tribunal Administrativo de la OEA, presenta el informe anual del Tribunal Administrativo a la Asamblea General correspondiente al período comprendido entre enero y diciembre de 2004.

Aprovecho esta oportunidad para reiterar a Vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.

Luigi R. Einaudi
Secretario General Interino
Excelentísimo señor

Manuel María Cáceres Cardozo
Representante Permanente de Paraguay
Presidente del Consejo Permanente

Washington, D.C.

http://scm.oas.org/pdfs/2005/CP13763s.pdf  (nota de transmisión del TRIBAD)
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INfORME ANUAL DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO

DE LA organización DE LOS ESTADOS AMERICANOS

2004
I.  ANTECEDENTES

1.   Creación del Tribunal

      
La Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, con ocasión de su primer período ordinario de sesiones, celebrado en San José, Costa Rica, aprobó en su novena  sesión plenaria de fecha 22 de abril de 1971 la resolución de AG/RES. 35 (I-O/71)
, en la que dispuso:

1. Crear el Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos.

2. Facultar al Consejo Permanente de la Organización para que, teniendo en cuenta el proyecto preparado por la Secretaría General y cualesquiera proposiciones que presenten los gobiernos de los Estados miembros, adopte el estatuto correspondiente y constituya dicho tribunal dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de clausura del presente período de sesiones.

2.   Estatuto y Reglamento del Tribunal

      
El Consejo Permanente, en cumplimiento del mandato conferido en el párrafo precedente, adoptó mediante resolución CP/RES. 48 (48/71), del 16 de julio de 1971, el Estatuto del Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos.

     
El 16 de septiembre de 1971, el Consejo Permanente  eligió a los primeros miembros del Tribunal.


Posteriormente, con fecha 1 de mayo de 1974, la Asamblea General durante su cuarto período ordinario de sesiones, celebrado en Atlanta, Georgia, aprobó la resolución AG/RES. 158 (IV-O/74)
, en la que encomendó al Tribunal Administrativo que prepare un proyecto de reformas a su Estatuto.  Atendiendo el encargo conferido, el Tribunal Administrativo elaboró el proyecto, el mismo que fue aprobado por el Consejo Permanente mediante su Resolución CP/RES. 142 (158/75).

      
En octubre de 1979,  la Asamblea General, en su noveno período ordinario de sesiones, celebrado en la ciudad de la Paz, Bolivia, aprobó la resolución AG/RES. 414 (IX-O/79), que modificó el  Artículo III, párrafo 3, del Estatuto del Tribunal.  Dicho párrafo confirmó la duración del mandato de los miembros del Tribunal por un período de seis años, disponiéndose que podrían ser reelegidos por una sola vez.

      
Finalmente, en 1997 la Asamblea General reunida en Lima, Perú, aprobó las enmiendas al Estatuto del Tribunal Administrativo de la OEA, mediante Resolución AG/RES.1526 (XXVII-O/97).

      
Asimismo, en cuanto al Reglamento del Tribunal Administrativo, éste fue aprobado el 24 de octubre de 1975 por los miembros del Tribunal; habiendo sido modificado el 20 de noviembre de 2000, mediante la Resolución No. 340.

3.   Elección de los primeros miembros del Tribunal

      
Como se indica en el rubro precedente, el Consejo Permanente de conformidad con la primera disposición transitoria del Estatuto del Tribunal Administrativo
, eligió el 16 de septiembre de 1971, a los primeros miembros del Tribunal  y determinó por sorteo sus respectivos mandatos, quedando integrado en la siguiente forma:




Titulares

· Lic. Juan Bautista Climent Beltrán (México)

· Dr. Mozart Víctor Russomano (Brasil)

· Dr. Carlos Giambruno (Uruguay)

Suplentes

· Dr. Carlos Alberto Pigretti (Argentina)

· Dr. John Luis Antonio Passalacqua (Estados Unidos)

· Lic. Ronaldo Porta España (Guatemala)

4.
Instalación del Tribunal

      
El 24 de enero de 1972, en sesión solemne presidida por el Presidente del Consejo Permanente y   con asistencia de los demás miembros del mismo, del Secretario General y el  Secretario General Adjunto, altos funcionarios de la Secretaría General,  miembros del Comité de Personal y otros invitados especiales, se llevó a cabo la instalación del Tribunal Administrativo con la presencia de todos sus miembros.

5.
Competencia del Tribunal
       
El Tribunal de acuerdo con su Estatuto tiene como competencia la de “Conocer de los casos en que miembros del personal de la Secretaría General de la OEA aleguen incumplimiento de las condiciones establecidas en sus respectivos nombramientos o contratos o infracciones de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y demás disposiciones aplicables, inclusive las relativas al Plan de Jubilaciones y Pensiones de la Secretaría General”
.  

     
Por otra parte, vale destacar que la competencia del Tribunal Administrativo puede ser extendida a “cualquier organismos especializado interamericano de la Organización de los Estados Americanos, según se definen en la Carta de la Organización,  así como cualquier entidad intergubernamental americana interesada, conforme a los términos que se establezcan en acuerdo especial que, a esos efectos, celebre el Secretario General con cada uno de tales organismos especializados o entidades intergubernamentales”
.

El 18 de febrero de 1976 se suscribió un Acuerdo Especial para hacer extensiva la       Competencia del Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos al Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas (IICA).

6.
Principios generales  

      
El Tribunal Administrativo de la OEA (TRIBAD) que tiene la condición de ser  un Órgano funcionalmente independiente y se rige por los siguientes principios y disposiciones           previstas en su Estatuto
:

i. Como órgano supremo de la Organización, la Asamblea General tiene la autoridad final para determinar el alcance y significado de sus propias resoluciones al ser aplicables; 

ii. El Tribunal Administrativo, como todos los órganos de la Organización, se encuentra subordinado a la Asamblea General;

iii. La función del Tribunal Administrativo es conocer las controversias que se presenten entre la Secretaría General y los funcionarios de esa Secretaría vinculadas con la relación laboral;

iv. La determinación de la política general de sueldos del personal de la Secretaría General es responsabilidad y facultad exclusivas de la Asamblea General y la Asamblea General no ha delegado esa autoridad a ninguno de sus órganos;

v. La resolución de cualquier controversia que involucre a los miembros del personal de la Secretaría General, la legislación interna de la Organización deberá  prevalecer sobre los principios generales del derecho laboral y sobre el derecho de los Estados miembros; y, dentro de la legislación interna de la Organización.  La Carta de la Organización es el instrumento de más alta jerarquía legal, seguido por las resoluciones de la Asamblea General, las resoluciones del Consejo Permanente y, finalmente, por los diferentes órganos establecidos en la Carta, cada uno actuando dentro de su propia esfera de competencia;

vi. Cualquier decisión de los órganos subordinados de la Asamblea General que viole los principios generales establecidos en esta resolución será considerada ultra vires y no obligará a la Organización, a la Secretaría General, a su personal o a los Estados Miembros.

II.  INFORMACIÓN GENERAL

1.
Conformación del Tribunal

      
De acuerdo con el Artículo III del Estatuto, el Tribunal esta conformado por seis miembros elegidos por la Asamblea General, con mandatos por períodos de seis años, reelegibles en una oportunidad.  Esta rotación se efectúa a fin de que la Asamblea General elija cada año a un miembro del Tribunal.

      
El Tribunal está actualmente integrado por los jueces, Lionel Alain Dupuis, Presidente (Canadá),  Morton H. Sklar Vice-presidente (Estados Unidos), Agustín Gordillo (Argentina) Alma Montenegro de Fletcher (Panamá), Albert NJ Matthew
 (Commonwealth de Dominica), José Antonio Arze Aguirre (Bolivia)
.  

2.
Secretaría del Tribunal

      
El Secretario General de la OEA, sobre la base de lo pautado en el Artículo 4 del Reglamento del Tribunal Administrativo, designó a partir del 1 de enero del 2003 a Reinaldo Rodríguez Gallad, como Secretario de dicho Órgano.  El Secretario del Tribunal se desempeña igualmente como Abogado Principal del Departamento de Asuntos y Servicios  Jurídicos de la OEA. 


Asimismo, la Secretaría del Tribunal cuenta con los servicios de la Señora Corina E. Valdivia, Secretaria Principal y funcionaria de Carrera de la Organización. 

3. 
Programa de Pasantes de la OEA


La Secretaria del Tribunal contó durante el periodo 2003 - 2004 con el excelente apoyo de los pasantes, Jorge Navarro, Andrea Bolaños, Felipe Maia Herrera de Almeida, Hernán Uribe, Felipe Isa y Angélica Maria Osorio, jóvenes profesionales que igualmente colaboraron con las otras actividades que el Secretario del Tribunal presta a la Secretaria del Comité Interamericano Contra el Terrorismo (CICTE); a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM); y al Centro de Justicia de las Américas; y a las Comisiones del Consejo Permanente. 


El Tribunal al dejar constancia de este eficiente Programa con que cuanta la Organización, desea agradecer a los pasantes por su valiosa contribución.

III.  ASAMBLEA GENERAL DE LA OEA

1.
Trigésimo cuarto período ordinario de sesiones


El Tribunal Administrativo de la OEA, con ocasión al trigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea General, celebrada en Quito, Ecuador en junio del 2004, estuvo representado por su Presidente juez Lionel Alain Dupuis (Canadá) y su Secretario.

a. Resoluciones adoptadas por la Asamblea General

 
La Asamblea General mediante su Resolución AG/RES. 2025 (XXXIV-O/04) acordó “reconocer las importantes actividades llevadas a cabo por el Tribunal Administrativo de la OEA, destacando la iniciativa de mantener un diálogo permanente de cooperación y coordinación con los demás órganos, organismos y entidades de la Organización”.

 
En cuanto al  presupuesto del Tribunal Administrativo, la Asamblea General otorgó mediante su Resolución AG/RES. 2059 (XXXIV-O/04)  lo siguiente:

· Capítulo I. 10 A – Sesiones del Tribunal Administrativo la cantidad de $ 45,6  lo que representa una reducción de $ 5,1 al presupuesto del 2004.

·  Capítulo 7. 70G  la cantidad de $ 234,6
· V.
Disposiciones Generales 1B.Honorarios - Mantener en US$ 150 diarios los honorarios de los miembros de los siguientes órganos y organismos que tienen derecho a tal pago: Tribunal Administrativo, Junta de Auditores Externos, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Comité Jurídico Interamericano y Corte Interamericana de Derechos Humanos
b. Elección de un miembro del Tribunal Administrativo
El trigésimo cuarto periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General, en su cuarta sesión plenaria celebrada el 8 de junio de 2004 reeligió por aclamación al juez Lionel Alain Dupuis para el período 2005-2010.

c. Participación del Presidente

Durante  la citada Asamblea General el Presidente del Tribunal Administrativo se dirigió a la misma, en el seno de la Comisión General, y se refirió a las observaciones y recomendaciones adoptadas por el Consejo Permanente sobre el Informe Anual  correspondiente al año 2003 y elevadas a la consideración de la Asamblea conforme a lo indicado al Artículo 91 (f) de la Carta de la OEA.


En esa oportunidad, el Presidente luego de agradecer las expresiones de las delegaciones en relación con la coherencia y profesionalismo en que se reseñó en el Informe Anual, señaló la importancia de las reuniones que  han venido celebrando los Secretarios de diferentes Tribunales Administrativos Internacionales en el área de Washington DC. También, mencionó la alternativa de contar en un futuro con  un solo Tribunal Administrativo con jurisdicción para conocer las controversias que involucren diferencias de miembro del personal de las Organizaciones Internacionales.

2.
Trigésimo quinto período ordinario de sesiones

La Asamblea General durante su trigésimo quinto periodo ordinario de sesiones, a celebrarse en Fort Lauderdale, Florida en junio del 2005, deberá proceder a la  elección de un miembro del Tribunal Administrativo de la OEA, para llenar la vacante que se producirá al término del cumplimiento del mandato del juez Morton H. Sklar (Estados Unidos). El Juez Sklar fue electo por al Asamblea General en el vigésimo sexto período ordinario de sesiones celebrado en la Republica de Panamá, en junio de 1996 para completar el mandato del Juez David Gantz (Estados Unidos). 

 Para los fines de la elección del miembro del Tribunal Administrativo, el plenario del trigésimo quinto período ordinario de sesiones de la Asamblea General deberá tener en cuenta lo pautado en el Artículo III numeral 2 del Estatuto del Tribunal que señala que  “cada miembro deberá ser nacional de un Estado miembro de la OEA, no podrán ser miembros, dos nacionales del mismo país de origen.  Todos los miembros deberán ser abogados con experiencia, profesores de derecho o jueces de profesión y servirán estrictamente a título personal”.

      
De la misma manera, el Artículo 1 del Reglamento del Tribunal establece que “no pueden ser miembros del Tribunal: los representantes permanentes de los Estados Miembros en los órganos, organismos o entidades de la Organización; las personas que integren en forma permanente tales cuerpos por cualquier otro concepto y los miembros de la Secretaría General”

     
Por otra parte, es importante destacar que de acuerdo al citado Artículo, el miembro electo por el trigésimo quinto período ordinario de sesiones de la Asamblea General iniciará las funciones inherentes a su cargo a partir del 1 de enero del 2006 y por un período de seis años.

Por ultimo, es imperativo destacar que el procedimiento de elección de un miembro del Tribunal Administrativo, ante la Asamblea General esta previsto en el Anexo II del Reglamento de este ultimo.

IV.  CONSEJO PERMANENTE


El Consejo Permanente, de conformidad con lo pautado en el numeral 3, del Artículo III del Estatuto del Tribunal Administrativo, eligió por aclamación, en su sesión ordinaria celebrada el 4 de febrero de 2004, al Licenciado José Antonio Arze Aguirre de Bolivia, como nuevo miembro del Tribunal.


El Licenciado Arze Aguirre fué elegido para reemplazar al Juez, Franz Álvaro Vega Noya (Bolivia) quien fue a su vez elegido por la Asamblea General en su trigésimo periodo ordinario de sesiones, celebrado en Canadá, en junio de 2000. El Licenciado Arze Aguirre servirá por el remanente del mandato del Juez, Vega Noya.

V.  DESARROLLO DE ACTIVIDADES

El Tribunal Administrativo de la OEA, además de las actividades descritas en el Capítulo III de este informe, referente al trigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea General, realizó en síntesis las siguientes:  

1. LII  Período ordinario de sesiones

      
El Tribunal Administrativo celebró su LII período ordinario de sesiones del 12 al 18 de  mayo del 2004, con la integración del siguiente Panel:
· Juez, Lionel Alain Dupuis, Presidente

· Juez, Agustín Gordillo

· Juez, Alma Montenegro de Fletcher

En esa oportunidad, el Panel tuvo para su consideración los siguientes casos:

· Recurso 276 Virginia Jaume Soza vs. Secretario General

· Recurso 281 Ana Maria Torre vs. Secretario General

· Resolución 282 Relinda Louisy vs. Secretario General

2. Debate oral a través de  Video-Conferencia


El Tribunal Administrativo en virtud en lo establecido en el Artículo 39 de su Reglamento, convocó el 25 de marzo de 2004 a un debate oral en el Recurso 281 Ana Maria Torres vs. Secretario General de la OEA.

El debate oral, realizado a través del sistema Video-Conferencia, tuvo lugar el  día 14 de mayo de 2004 y se realizó en la Oficina de Información Publica de la Secretaria General de la OEA en que participaron los jueces del Panel y el abogado de la parte recurrida, Dr. Willam Berenson, conjuntamente con el abogado de la parte recurrente Dra. Cecilia Schroeder Rius quien participó desde la Ciudad de Montevideo en la oficina de ANTEL. El Costo de este debate oral a través de Video-Conferencia fue de US$190.

3. Sentencias adoptadas durante el LII período ordinario de sesiones

a. Sentencia 149

La Recurrente Virginia Jaume Sosa interpuso recurso contra el Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, alegando daños y perjuicios por la renovación de su contrato laboral. A su vez, el Secretario General presentó una petición de desestimación debido a falta de jurisdicción del Tribunal.

El Tribunal declaró sin lugar la petición del Secretario General de desistimiento del Recurso 276, interpuesto por Virginia Jaume Sosa, ya que la petición de la recurrente  fue debidamente interpuesta y  agotó los recursos administrativos.

El 19 de diciembre del 2003, el representante del Secretario General consignó ante el Tribunal Administrativo un escrito del que se desprende que las partes en el Recurso 276, Virginia Jaume Sosa vs. Secretario General de la OEA, llegaron a un acuerdo. A su vez, el 9 de marzo de 2004, la apoderada de la Recurrente Virginia Jaume Sosa solicitó a los honorables Jueces del Tribunal a que “en virtud del acuerdo transaccional celebrado y cumplido entre las partes, disponga la clausura y archivo de las actuaciones con las formalidades de estilo”.

El Tribunal decidió, con relación al caso de Virginia Jaume Sosa vs. Secretario General de la OEA, lo siguiente:

1. 
Tener por desistido el Recurso 276, interpuesto por Virginia Jaume Sosa en contra del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

2. 
Agregar al expediente la presente resolución para los efectos correspondientes.

3. 
Dar por terminado el procedimiento.

Se anexa al presente informe la referida sentencia.

b. Sentencia 150

El 6 de octubre de 2003, la señora Ana María Torres interpuso recurso en contra del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, alegando el reconocimiento como funcionaria de carrera de la OEA, el reconocimiento de su cargo y antigüedad en la Organización.  Igualmente la Recurrente solicitó el pago de las diferencias de salarios durante el período comprendido entre el 1 de enero de 2002 y 30 de mayo de 2003;  el pago de la indemnización que corresponde por cese de servicios según la Regla 110.7
 del Reglamento de Personal; el pago de la licencia no gozada en los años 2002 y 2003; aguinaldo o sueldo anual complementario impagos: años 2000, 2001, 2002 y 2003. Así mismo la recurrente solicitó que se disponga de una indemnización a cargo de la OEA por la falta de aportes a la seguridad social; que se le indemnice por falta de cobertura de salud durante todo el tiempo de trabajo; que se disponga una indemnización por daño moral; y que se le imponga a la Secretaría General el pago de los honorarios de la abogada patrocinante.

 
Con fundamento en el Artículo II de su Estatuto, el Tribunal resolvió:

1. 
Declarar sin lugar la solicitud de la recurrente en el presente recurso.

2. 
Declarar que los gastos y costas procesales sean asumidos por cada una de las partes.

Se anexa al presente informe la referida sentencia.
c. Sentencia 151

La señora Relinda Louisy interpuso recurso contra el Secretario General de la OEA,  presentando las siguientes reclamaciones:

 
Que se declare la nulidad del concurso para una vacante P-5 en la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (SE/CIDH); que se acuerde la impugnación de su Evaluación de Desempeño 2002-2003; que se declare que la Secretaría General actuó discriminatoriamente al no recomendar a la recurrente para la aplicación a un Contrato Continuo, y, en consecuencia, se ordene a la Secretaría General, le conceda dicha forma de contratación; que se ordene a la Secretaría General dejar sin efecto la resolución de su Contrato de Empleo a término fijo, de fecha de vencimiento  31 de diciembre de 2003, así como la cancelación de su seguro médico; y que se declare que ha sido víctima de hostigamiento, maltrato psicológico, discriminación por motivo de raza y edad y, violación de sus derechos humanos, por parte de la Secretaría General.


Con fundamento en el Artículo II de su Estatuto, el Tribunal resolvió, 

1. 
Declarar sin lugar la solicitud de la recurrente en el presente recurso.

2. 
Tener presente lo demás expuesto.

3. 
Declarar que los gastos y costas procesales sean asumidos por cada una de las partes.

Se anexa al presente informe la referida sentencia.

4. Situación financiera

 
Durante el período ordinario de sesiones del Tribunal, el Secretario conforme a lo indicado en el Artículo 4 del Reglamento del Tribunal, informó sobre los resultados cuantificables en atención al presupuesto 2004. Además se tomó nota del presupuesto para el año 2005 que aparece en la Resolución AG/RES. 2059 (XXXIV-O/04) y que representa una reducción de $ 5100 al presupuesto del 2004.

5. Proyecto de enmienda al Reglamento del TRIBAD
 
El Tribunal Administrativo en su LII período ordinario de sesiones, consideró el Estudio Comparativo entre el reglamento del Tribunal Administrativo de la OEA con los Reglamentos de los Tribunales Administrativos del Banco Interamericano de Desarrollo, Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional y la Organización Internacional del Trabajo. 

 
La Secretaría del Tribunal, teniendo en cuenta el cuadro comparativo de los Reglamentos de Tribunales Administrativos que se menciona en el párrafo precedente y las observaciones presentadas por los jueces durante el LI y LII períodos ordinarios de sesiones, elaboró un proyecto preliminar de enmiendas de su Reglamento que deberá ser considerado en su próximo período ordinario de sesiones.

6. Publicaciones

De acuerdo con el Artículo 4, numeral 3, del Reglamento del Tribunal, “El Secretario tendrá a su cargo la publicación de una colección de las sentencias del Tribunal, y de la compilación y conservación de otros tipos de información.” La Secretaría del Tribunal Administrativo, continúa con la edición correspondiente del Volumen IV, estimando su publicación para fines del año 2005.

Hasta la fecha el Tribunal ha publicado los siguientes volúmenes:  

· Volumen I: de la Sentencia # 1 a la Sentencia # 56, que cubre los años 1971 a 1980.

· Volumen II: de la Sentencia # 41 a la Sentencia # 87, publicado años 1979 a 1985.

· Volumen III: de la Sentencia # 88 a la Sentencia # 113, correspondiente a los años 1985 a 1991.

      
Las citadas publicaciones, además de estar depositados en la Biblioteca Colón de la Secretaria General, se encuentran a disposición en la oficina de la Secretaria del Tribunal Administrativo, ubicada en el edificio administrativo, 2do.piso, Oficina No. 210.  

7. Actualización de la Página Web y del Banco de Datos del Tribunal


La Secretaria del Tribunal Administrativo ha venido manteniendo al día la sección que dentro de la página web de la OEA corresponde al Tribunal Administrativo.  La referida información presenta una recopilación de las sentencias en su idioma original, así como de los documentos básicos de este órgano, incluyendo el Instituto Interamericano de  Cooperación para la Agricultura IICA. Igualmente, se ha venido incorporando el Informe Anual que eleva el Tribunal a la Asamblea General, a través del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos. 

 
La dirección Internet de la página del Tribunal Administrativo, es la siguiente:  www.oas.org/tribadm.


Así mismo, la Secretaría del Tribunal continúa el proceso para la creación de un Banco de Datos que incluirá la clasificación temática de las sentencias dictadas por el Tribunal Administrativo;  la recopilación e índice analítico de las jurisprudencias de otros Tribunales de Organizaciones Internacionales, como el Tribunal Administrativo de la Organización Internacional del Trabajo.

 
Se incluirá también una lista de publicaciones y ensayos en materia de derecho administrativo y derecho laboral que han sido publicadas recientemente por reconocidos juristas interamericanos; la recopilación de las reglas de personal de los diferentes organismos internacionales; recopilación de las legislaciones nacionales en materia laboral y administrativa, entre otros.

 
El Banco de Datos estará enlazada con la página web de la OEA a efectos de brindar información disponible de forma inmediata.

8. Biblioteca del TRIBAD
Con la anuencia de los Honorables Jueces, la Secretaría del Tribunal ha continuado con la recopilación de ensayos y obras jurídicas. Sobre el particular, vale mencionar que durante el periodo que abarca este informe, la Biblioteca del Tribunal ha recibido lo siguiente:

· Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA); Sistemas Judiciales: Una perspectiva integral sobre la Administración de Justicia; Ediciones del Instituto; Argentina, Agosto 2004; ISSN 1666-0048

· Revista de la Procuraduría de la Administración (Panamá); Administración Publica al Día; Editada por IURIS Procuraduría de la Administración; Panamá, Mayo 2004

· InFocus Programme on Promoting the Declaration on Fundamental Principles and Rights at Work; Normalised and disaggregated gaps in basic workers’ rights; Roger Bohning; International Labour Office. Switzeland, 2003; ISBN 92-2-115267-7

VI.  RELACIONES DE COOPERACIÓN Y COORDINACIÓN


El Tribunal Administrativo de la OEA, continúa manteniendo contacto institucional e intercambio de información y asistencia con los Tribunales del Banco Mundial, Banco Interamericano para el Desarrollo y del Fondo Monetario Internacional, así como, con otros organismos, entidades y personas vinculadas a las actividades del Tribunal y su Secretaría.

 
Asimismo, el Tribunal Administrativo continua con su diálogo de cooperación y coordinación con otros órganos y organismos de la OEA, y de ello vale destacar las reuniones de trabajo realizadas con la Comisión Interamericana de Mujeres, Comisión Interamericana contra el Terrorismo y el Centro de Estudios de Justicia de las Américas, en ocasión del trigésimo cuarto periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General, celebrado en Quito Ecuador en junio de 2004.

1. Reunión entre Secretarios de Tribunales Administrativos

El 22 de abril de 2004 se celebró en la sede del Banco Mundial la segunda reunión de trabajo entre los Secretarios de los Tribunales Administrativos. Estuvieron presentes Ms. Cecilia Goldman, Secretario del Tribunal Administrativo del Fondo Monetario Internacional; Dr. Nassib G. Ziade, Secretario del Tribunal Administrativo del Banco Mundial; Dr. Hernán Saénz, Secretario del Tribunal Administrativo del Banco Interamericano de Desarrollo; y Reinaldo Rodríguez Gallad, Secretario del Tribunal Administrativo de la OEA.

Durante esta reunión se resaltó la importancia de continuar con este tipo de encuentros, que permiten el intercambio de criterios sobre diferentes aspectos procesales. En esta oportunidad se intercambiaron ideas sobre acumulación procesal o acumulación de casos, anonimato para litigar y oportunidad para pronunciarse sobre esta materia, inadmisibilidad de recursos, excepción de incompetencia y principio de irretroactividad de la ley entre otros. 

Por último, se acordó celebrar la tercera reunión de Secretarios de Tribunales Administrativos en el primer semestre del año 2005.

2. Cooperación del Secretario del Tribunal con otros órganos, organismos y entidades de la OEA 

El Secretario del Tribunal, además de las funciones que le corresponden realizar en la Secretaria del Tribual ha venido cooperando, en su carácter de Abogado del Departamento de Asuntos y Servicios Jurídicos, con las comisiones de trabajo del Consejo Permanente, con el Comité Interamericano Contra el Terrorismo (CICTE) con la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) y con el Centro de Justicia de las Américas. 

VII.  CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

      
En conclusión, el Tribunal Administrativo de la Organización de los Estados Americanos, dentro del plazo reglamentario y a  los fines previstos en el Artículo 91 f) de la Carta de la OEA, eleva a la consideración del Consejo Permanente de la Organización el presente informe que abarca las actividades desarrolladas por este Órgano durante el año 2004, y elaborado dentro de las pautas establecida por la Asamblea General
.

      
Asimismo, el Tribunal Administrativo se permite presentar a la consideración del Consejo Permanente las siguientes recomendaciones:

1. Elevar, a la luz de lo estipulado en el Artículo 38 del Reglamento de la Asamblea General, el presente informe al trigésimo quinto período ordinario de sesiones de la Asamblea General, acompañado de las observaciones y recomendaciones que tenga a bien presentar el Consejo Permanente.

2.  Exhortar a la Secretaría General a tomar debida cuenta de las sentencias 149, 150 y 151 dictadas por el Tribunal Administrativo en su LII periodo ordinario de sesiones, a fin de revisar, sí fuera del caso, las normas administrativas pertinentes.

      
Igualmente, los miembros del Tribunal Administrativo agradecen a la Secretaría General de la OEA por la cooperación que le ha brindado durante las actividades desarrolladas en el lapso que cubre el presente informe, con especial mención, durante la realización de su período ordinario de sesiones.
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SENTENCIA 149


EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS,


Integrado por el Juez Lionel Alain Dupuis, Presidente, Juez Agustín Gordillo, y la Juez Alma Montenegro de Fletcher,


Tiene a la vista para dictar sentencia el expediente que corresponde al recurso interpuesto por la recurrente Virginia Jaume Sosa contra el Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.


La recurrente estuvo representada por la abogada Cecilia Schroeder Rius, y el Secretario General fue representado por el abogado Louis G. Ferrand, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 42 del Reglamento del Tribunal Administrativo.

VISTO:


Que la Recurrente presentó su recurso ante este Tribunal alegando daños y perjuicios, por el hecho de no haberse renovado su contrato.


Que el 7 de febrero de 2002, el Secretario General presentó una petición de desestimación debido a falta de jurisdicción. 


Que el 20 de octubre de 2002, el Tribunal Administrativo, mediante su Sentencia 142, dictaminó que de acuerdo al Estatuto del Tribunal, Artículo V.1, el recurso 276 era “inadmisible debido al incumplimiento del requisito de agotamiento de los recursos administrativos, estipulados en el Artículo VI del Estatuto del Tribunal”, pero que “la demanda de la recurrente presentada ante este Tribunal el 12 de diciembre de 2001, y luego comunicada al Secretario General constituye un recurso administrativo interpuesto en los plazos previstos, en contra de la medida tomada por el Secretario General con respecto a la recurrente, con lo cual obliga al Secretario General a contestar dicho recurso mediante las normas de procedimiento administrativas regulares, de conformidad a las Normas Generales y a las Reglas de Personal, como si se tratara de una nueva solicitud de audiencia, presentada ante la Administración, dentro del plazo establecido”.


Que el 11 de octubre de 2003, el Secretario General recibió el nuevo recurso por parte de la recurrente Virginia Jaume de Sosa,


Que 2 de septiembre de 2003, la parte recurrida elevó al Tribunal una petición de desestimación del recurso.

Que el Tribunal, en virtud de lo expuesto en autos y por unanimidad de votos, y conforme a su Sentencia – 148, declaró sin lugar la petición del Secretario General de desistimiento del recurso 276, interpuesto por Virginia Jaume Sosa, basándose en la decisión de que la petición de la recurrente ante el Tribunal, fue debidamente interpuesta y que agotó sus recursos administrativos.

Que el Tribunal dispuso en la citada Sentencia “ordenar a las partes que presente dentro de los 60 días siguientes a esta decisión del Tribunal, de acuerdo con el Artículo 37 de su Reglamento, sus actuaciones alegatorias finales, resumiendo sus posiciones y sus argumentos jurídicos sobre el fondo del litigio, con el objetivo de conocer y resolver el fondo de la cuestión durante la próxima sesión del Tribunal”, y

CONSIDERANDO:

Que el 19 de diciembre del 2003 el representante del Secretario General consignó ante el Tribunal Administrativo un escrito del que se desprende que las partes en el recurso 276, Virginia Jaume Sosa vs. Secretario General de la OEA, llegaron a un acuerdo sobre el asunto objeto del citado recurso; 

Que el 9 de marzo de 2004, la apoderada de la recurrente Virginia Jaume Sosa solicitó a los honorables Jueces del Tribunal a que “en virtud del acuerdo transaccional celebrado y cumplido entre las partes, disponga la clausura y archivo de las actuaciones con las formalidades de estilo”;

Que es derecho de las partes desistir, en cualquier estado del proceso, de sus peticiones y extinguir sus relaciones procesales por medio del desistimiento; y

Que el Tribunal con fundamento a lo establecido en el Artículo 35 de su Reglamento:

RESUELVE:

1. 
Tener por desistido el Recurso 276, interpuesto por Virginia Jaume Sosa en contra del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

2. 
Agregar al expediente la presente resolución para los efectos correspondientes.

3. 
Dar por terminado este procedimiento debiendo archivarse el Recurso 276, Virginia Jaume Sosa vs. Secretario General de la OEA.

Notifíquese, 

Washington, D.C. 18 de  mayo de 2004. 

Juez Lionel Alain Dupuis

Presidente

Juez Agustín Gordillo



Juez Alma Montenegro de Fletcher

Reinaldo Rodríguez Gallad

Secretario
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SENTENCIA 150

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS, 

Integrado por los Honorables Jueces Lionel Alain Dupuis, Agustín Gordillo y Alma Montenegro de Fletcher,    

Tiene a la vista para dictar sentencia el expediente correspondiente al Recurso 281 interpuesto por la recurrente señora Ana María Torre en contra del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.

La recurrente estuvo representada por la doctora Cecilia Schroeder Rius, y el Secretario General por el doctor William Berenson, del Departamento de Servicios Legales, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 42 del Reglamento del Tribunal.

VISTO:

I.

 
Que con fecha 6 de octubre de 2003, se presentó al Tribunal la señorita Ana María Torre a interponer contra el Secretario General de la OEA el recurso que autoriza el artículo II del Estatuto del Tribunal Administrativo. Luego de cumplir con los requisitos relativos al status personal y oficial de la recurrente, la apoderada expresó, inter alia, lo siguiente:

Que el  primero de febrero de 1979, la recurrente Ana María Torre comenzó a prestar servicios en la Oficina de la Secretaría General de la OEA de Argentina, ubicada en la Avenida de Mayo 760, en al ciudad de Buenos Aires.

Que la recurrente inició sus labores en la División de Administración y Finanzas de la Oficina de la Secretaría General de la OEA en Argentina, con el cargo de Asistente Administrativa de Contaduría y con clasificación “G-6”  y en calidad de “personal local”.

Que, en 1989 se creó una Cooperativa de Trabajo que funcionaba conjuntamente con la Oficina de la Secretaría General de la OEA en Argentina, integrada por un Presidente, un Secretario y un Tesorero y que en todos los aspectos de la relación de trabajo (salario, horario y relación jerárquica)  constituía una dependencia de la Secretaría General de la OEA. Que, con la creación de la Cooperativa de Trabajo se eliminó la categoría de funcionarios locales y el sistema funcionó hasta el 31 de diciembre del año 2000, fecha en la que oficialmente se cerró la Oficina de la Secretaría General en Argentina.

Que los funcionarios de la Oficina de la Secretaría General en Argentina, mantienen los privilegios e inmunidades propias de una misión internacional ante ese Gobierno, tal y como lo tenían con la Oficina de la Secretaría General de la OEA en Argentina.

Que a partir del 1 de enero del 2002 la recurrente pasó a prestar servicios en la Unidad Técnica de Proyectos de la Organización de los Estados Americanos.  Que la recurrente prestó servicios como Secretaria de la Dirección Unidad Técnica de Proyectos de la OEA en Argentina con un Contrato por Resultado y por un plazo de un año y cinco meses, hasta mayo de 2003. Que la recurrente declara que en ningún momento firmó un Contrato por Resultado  para trabajar en la Unidad Técnica de Proyectos.

Que, la recurrente durante el tiempo que prestó servicios en la Unidad Técnica de Proyectos de la OEA en Argentina le fue rebajado su sueldo de 1.800 dólares que cobraba mensualmente hasta diciembre de 2001 al equivalente en pesos argentinos de U$S 500, a pesar de que su trabajo continuaba siendo el mismo.

Que el señor Jorge Rucks le informó verbalmente a la recurrente que en el mes de mayo del 2003 no tendría fondos para pagarle, por lo que podría dejar de trabajar.  Por  lo que, ante tales hechos la recurrente envió nota  al Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos de la Secretaría General  exponiendo su situación y consultándole sobre su posibilidad de pago en el mes de mayo del 2003 y, advirtiendo que si no recibía respuesta explícita se consideraría despedida a partir del 30 de mayo.

Que el 9 de junio del  2003 la recurrente interpuso el recurso de Audiencia y Reconsideración a fin de que se le reconocieran sus derechos de permanencia y estabilidad de cargo como funcionaria de carrera de la OEA.

Que el 17 de junio de 2003 el señor Oscar Menjivar, Director de Servicios de Recursos Humanos de la OEA, le contestó a la recurrente que su solicitud de audiencia no era procedente en vista de que un contrato por resultado de consulta independiente no le otorga la calidad de miembro de personal de la Secretaría General de la OEA.

Que en concreto pide: 1) el reconocimiento de la recurrente como funcionaria de carrera de la OEA, y 2) el reconocimiento de su cargo y antigüedad en la Organización.    

Que de un modo especial solicita se le abone: 1) El pago a la recurrente de las diferencias de salarios durante el período comprendido entre el 1 de enero de 2002 y 30 de mayo de 2003, esto es la suma de 1.300 dólares americanos mensuales por 17 meses: US$22.100; 2) el pago a la recurrente de la indemnización que corresponde por cese de servicios según la Regla 110.7
 del Reglamento de Personal. Conforme a la antigüedad de la recurrente, le corresponden 9 salarios, o sea US$16.200; 3) el pago a la recurrente de la licencia no gozada años 2002 y 2003: US$2.550; 4) aguinaldo o sueldo anual complementario impagos: años 2000, 2001, 2002 y 2003: US$6.150;  5) se disponga de una indemnización a cargo de la OEA por la falta de aportes a la seguridad social de la recurrente, lo que después de 24 años de trabajo no puede computar el tiempo trabajado para la obtención de ningún tipo de jubilación. Se indemnice así mismo a la recurrente por falta de cobertura de salud durante todo el tiempo de trabajo. Se estima el monto de esta indemnización en la suma de US$60.000; 6) se disponga una indemnización por daño moral de la recurrente que se estima en la suma de US$50.000; y 7) se imponga a la Secretaría General el pago de los honorarios de la abogada patrocinante, los que estima en la suma de US$15.000.

II

 
El apoderado del Secretario General contestó el recurso en tiempo y forma y al respecto expresó, inter-alia, lo siguiente:

Que la recurrente no tiene derecho a ser reconocida como miembro del personal del servicio de carrera, dado que la misma nunca cumplió las condiciones establecidas para el servicio de carrera, estipuladas en el Reglamento de Personal y en las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Que la recurrente durante el ejercicio de sus diferentes cargos, es decir, como funcionaria del personal local desde 1979 a 1987; como miembro de la cooperativa que prestaba servicios a la Secretaría General de la OEA desde 1989 a 2001 y como contratista independiente desde enero de 2002 hasta el 30 de abril de 2003, nunca presentó ninguna solicitud de audiencia en los plazos reglamentarios, a fin de impugnar el status de su contrato con la Secretaría General de la OEA.

Que el Tribunal ha sostenido que el momento para que una persona reclame la naturaleza del status de su contrato, es cuando el contrato se extiende, no después de separarse del servicio
.

Que la recurrente prestó servicios en la Unidad Técnica de Proyectos de la Unidad de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente de la Secretaría General de la OEA en Argentina, como contratista independiente, mediante tres contratos por resultado, durante el periodo del 1 de enero de 2002 hasta el 30 de abril de 2003. 

Que la recurrente remitió una Carta al Director del Departamento de Recursos Humanos, dando por terminados sus servicios de forma unilateral, es decir renunciando
.

Que la recurrente no tiene derecho a ninguna compensación por servicios que dice haber prestado en mayo de 2003. Contrariamente a sus alegaciones, la recurrente no se presentó en la oficina todos los días de ese mes a trabajar, bajo la supervisión del señor Jorge Rucks. Consecuentemente, la parte recurrida esta dispuesta a pagarle un monto razonable de acuerdo al principio de quantum meruit por el servicio que pudiera haber prestado durante la primera mitad de ese mes, a condición de que presente una factura y pruebe el producto de su trabajo y/o de su desempeño.

Que de acuerdo con el Artículo VI.1 del Estatuto del Tribunal Administrativo y el Artículo 63, 64 y 66 de las Normas Generales
, el recurso es inadmisible debido a que la solicitud de audiencia de la recurrente fue extemporánea y no cumplió con los procedimientos establecidos en la Regla de Personal 112.1
.

Que la recurrente sostuvo en su solicitud de audiencia que el objetivo de la petición era que el Secretario General la reconociera como miembro del servicio de carrera de la Secretaría General.

Que la solicitud de audiencia o reconsideración presentada por la recurrente  el 9 de junio de 2003 es extemporánea por no haberse elevado dentro de los 15 días siguientes a la fecha en que la recurrente recibió la notificación de que su status no era el de una funcionaria del servicio de carrera
. 

Que el Tribunal ha sostenido que el funcionario recibe notificación sobre el status de su contrato cada vez que éste celebre un contrato con la Secretaria General.  Una vez que el contrato se firma, el funcionario recibe notificación formal de su status legal, y a partir de ese instante comienza a transcurrir el plazo de los 15 días para solicitar audiencia en virtud de la Regla 112.1; que el Tribunal ha sostenido igualmente, que el status de servicio de carrera, si se dice que existe, puede aplicarse retroactivamente, a partir de la fecha de solicitud de audiencia. Afirmar lo contrario sería contravenir los principios generales de equidad; y que la parte recurrida presenta en su escrito la jurisprudencia del Tribunal sobre esta tema y para ello reseña, a fojas 96 a foja 98, la Sentencia 111, Repetto de Dulce vs. Secretario General; Sentencia 71, Álvarez vs. Secretario General; Sentencia 104, Duarte vs. Secretario General; y Sentencia 106, Palmieri vs. Secretario General.

Que la parte recurrida manifiesta, que la solicitud de audiencia presentada por la parte recurrente es extemporánea porque no fue presentada dentro de los plazos previstos; que los hechos muestran que la solicitud de audiencia fue presentada aproximadamente diez días después de esa fecha; que la recurrente se separó del servicio en el momento que venció su Contrato por Resultado (CPR), y que de acuerdo con los términos del contrato, éste venció el 30 de abril de 2003; que los hechos indican que contrariamente a lo manifestado por la recurrente en la carta enviada al Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos, su supervisor en Buenos Aires, le había manifestado en febrero de 2003, que sus servicios no se necesitarían más a partir del 30 de abril de dicho año, fecha de vencimiento del último contrato por resultado.

Que el intento unilateral de la recurrente de cambiar la fecha de notificación de febrero de 2003 al 30 de mayo, mediante carta de fecha 19 de mayo, demuestra que la recurrente obró con doblez y mala fe y que, por lo tanto, el mismo debe rechazarse.  En consecuencia el recurso es inadmisible por cuanto la recurrente no cumplió con los procedimientos previstos en las Normas Generales o en las disposiciones vigentes, conforme a lo establecido en el Artículo VI.1 del Estatuto del Tribunal.

Que la recurrente desempeñó funciones en la Secretaría como contratista independiente, a través de una serie de contratos por resultado, desde enero 2003 hasta el 30 de abril de 2003, lo que su status de contratista independiente no la eximía de su obligación de presentar una solicitud de audiencia en el plazo previsto.

Que la Regla de Personal 104.16 dispone lo siguiente: “(b) Los contratistas independientes no tendrán el derecho de conversión de su contrato a un contrato de empleo, por orden judicial ni de ninguna otra manera. El contratista independiente que reclame derechos o beneficios relacionados con el empleo, incluidos aquellos establecidos en este reglamento, debe cumplir con las obligaciones contenidas en el mismo, incluidas pero sin limitarse a las que rigen la oportuna solicitud de audiencia y reconsideración contenida en el capítulo XII de este Reglamento, y tales reclamaciones se verán limitadas por todas las restricciones que rigen tales derechos o beneficios, incluidas pero sin limitarse a las establecidas en la Regla 103.11.”

Que la parte recurrida,  hace referencia a los siguientes antecedentes:

a) Que la recurrente prestó servicios en la Secretaría General desde el 1 de febrero de 1979 hasta el 12 de diciembre de 1987, fecha en que la recurrente renuncia a su cargo en la Oficina de la Secretaría General de la OEA en Argentina.

b) Que el 30 de junio de 1989 se registró la Cooperativa de Trabajo Maipú, en el Registro Nacional de Cooperativas.  Que, la cooperativa funcionó con su propia personalidad jurídica y su propia administración, tal como está expresado en el Artículo 5 de su “Acta Constitutiva”(Texto Acta Constitutiva Maipú de foja 181 a foja 223). Que, en agosto de 1981 decidieron formar otra cooperativa denominada Cooperativa de Trabajo Viamonte ( Texto Acta Constitutiva Viamonte de foja 224 a foja  256).

c) Que en mayo de 1989, después de que la recurrente había regresado de Estados Unidos a Argentina y diecisiete meses después de su renuncia a la oficina de la Secretaría General de la OEA en Argentina, solicitó asociarse a la Cooperativa Maipú y como socia de la Cooperativa prestó servicios durante ese período; que la recurrente no tenía ninguna relación contractual con la Secretaría General de la OEA en Argentina ya que era una socia de la cooperativa.

d) Que la Cooperativa pagaba directamente los servicios prestados a la Secretaría General de la OEA en Argentina, después de las deducciones correspondientes, dispuestas por la ley.  Que, la recurrente como miembro de la Cooperativa, era una “trabajadora autónoma” y con la obligación de efectuar sus propias contribuciones al seguro social, de su ingreso proveniente de la Cooperativa, de acuerdo a la ley correspondiente.

e) Que la Cooperativa Viamonte dejó de prestar servicios a la Secretaría General de la OEA en Argentina el 31 de diciembre de 2001, a causa del cierre de dicha Oficina y por ese motivo, la recurrente dejó de prestar servicios a la Secretaría General de la OEA en Argentina como socia de la Cooperativa. 

f) Que después de eliminada la Oficina de la Secretaría General de la OEA en Argentina, la Unidad de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente de la Secretaría General, creó la Unidad Técnica de Proyectos Especiales en Argentina (UTP/OEA), a fin de facilitar la administración descentralizada y la supervisión de sus proyectos en el Cono Sur.

g) Que el Director de la Unidad de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente, nombró al funcionario Jorge Rucks, Especialista Principal y Jefe de la División II de la Unidad a cargo de la UTO/OEA. Que el señor Rucks inició la contratación de Personal de Apoyo Temporario (PAT) en virtud del Artículo 23 de las Normas Generales
 y de la Regla de Personal 104.18
. Que el personal de apoyo Temporario recibe sueldos que están de acuerdo con las condiciones del mercado local, no participan en el fondo de pensiones y jubilaciones de la OEA.  Que la OEA paga las contribuciones del empleado al sistema de seguridad social local, o los coloca en otro plan de la Secretaría, tal como el Plan “Provident”, o en su lugar, les paga una suma global para que se use en el plan que el funcionario elija. Que la recurrente aceptó y firmó el contrato por resultado para trabajar como personal de apoyo Temporario en la Unidad Técnica de Proyectos Especiales en Argentina (UTP/OEA).

h) Que la recurrente después de firmar el contrato por resultado fue clasificada como contratista independiente en lugar de funcionaria,  conforme lo define el Artículo 17 (b) de las Normas Generales para el funcionamiento de la Secretaría General de la OEA
.

i) Que el  representante de la parte recurrida continúa en su escrito haciendo una relación del contrato por resultado de la parte recurrente con la Secretaría General sobre la base de las normas legales existentes  y reseña igualmente algunas exposiciones de la declaración jurada del señor Jorge Rucks sobre este caso, así como la relación de pagos efectuados a la recurrente en atención a su contrato por resultado.

j) Que el Representante de la parte recurrida inserta a fojas 117 y 118 la posición jurídica de la Secretaría con relación a la nota presentada por la parte recurrente al señor Oscar Menjivar, Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos en la que hace referencia a su situación en la Organización y la nota de fecha 9 de junio de 2003, en la que solicita audiencia y reconsideración, que fuera posteriormente denegada por el señor Menjivar de acuerdo a su nota de fecha 17 de junio basándose en que la recurrente había sido contratada mediante un contrato por resultado (CPR).

Que la parte recurrida presenta los siguientes argumentos:

a) Que la recurrente no cumple con las condiciones para ser reconocida como miembro del servicio de carrera.  La antigüedad en el servicio no concede a un funcionario el derecho al status de servicio de carrera. Que el Tribunal Administrativo reconoció en sus sentencias 104, 106 y 111, que un funcionario podría convertirse en miembro del servicio de carrera si su nombre era publicado en el Registro de Personal de la Secretaría General de la OEA como funcionario permanente o previa aplicación y consecuente elección para un puesto en el servicio de carrera.  Que la recurrente no estaba calificada como funcionaria “permanente” en el Registro de Personal del 31 de diciembre de 1982 y que nunca presentó una solicitud para participar en un concurso para un puesto de carrera y tampoco ocupó un cargo financiado por el Fondo Regular, lo cual es una condición necesaria para formar parte del servicio de carrera, de acuerdo con el Artículo 71 de las Normas Generales
. 

b) Que la recurrente no solicitó ser reconocida como funcionaria de carrera, hasta después que su contrato expiró, y lo hizo con la presentación de solicitud de audiencia y reconsideración del 9 de junio de 2003, y por tanto, en el supuesto de que efectivamente hubiera tenido derecho a ser considerada funcionaria del servicio de carrera, con los beneficios correspondientes a la terminación de servicios, dicha solicitud llegó muy tarde.  Que el Representante de la parte recurrida apoya su teoría sobre la base de las sentencias 104 Duarte vs. Secretario General de la OEA y sentencia 106 Palmieri vs. Secretario General de la OEA. 

c) Que la recurrente no tiene derecho a ninguna otra indemnización por terminación de servicios, debido a que éstos no se dieron por terminados unilateralmente.  Que los términos del último contrato por resultado de la recurrente no preveían indemnización al vencer el mismo. Que de tratarse de otro tipo de contrato de la Secretaría General de la OEA, la recurrente no tenía derecho a indemnización, dado que ella misma dio el contrato por terminado. Que el Artículo 22 (b) (v) de las Normas Generales para el funcionamiento de la Secretaría General de la OEA, exonera al Secretario General de la obligación de pagar indemnizaciones al personal de apoyo temporal, y estaría igualmente excluido a causa de lo dispuesto en el Artículo 62 que prohibe la indemnización cuando un funcionario “renuncia o abandona el puesto”, tal como la recurrente lo hizo en este caso. Además, el Artículo 5 del Formulario 339-9, Contrato de Empleo para Personal de Apoyo Temporario, indica al respecto, que: “(5) cualquiera de las circunstancias que se señalan a continuación constituirá causa suficiente para dar por terminado este contrato en forma anticipada y sin ningún derecho a indemnización por terminación de servicios”.

d) Que los hechos indican que la recurrente abandonó las oficinas de la UTP/OEA, a mediados del mes de mayo de 2003, no informó a su supervisor sobre su paradero y no respondió a ninguno de los intentos del mismo por localizarla y comunicarse con ella. Que tal como lo dispone el formulario de contrato de personal de apoyo Temporario, el artículo 62 (b) de las Normas Generales prohíbe el pago de indemnización por cesación de servicios, cuando el funcionario renuncia.

e) Que la parte recurrida no le debe nada a la recurrente en relación con los beneficios de pensión y el reembolso de primas de seguro médico que la misma solicita, por la suma de $60.000. Que sus reclamos como funcionario y con anterioridad a su renuncia en 1987, se excluyen en virtud del principio de “la pérdida de los derechos no ejercidos” y de los plazos de prescripción de derechos, que establece las Reglas de personal 103.11
 y 112.1.  Que de igual modo, la parte recurrida no tiene ninguna responsabilidad legal de pagar los beneficios  de la recurrente, por cuanto la misma trabajó como socia / empleada de las Cooperativas Maipú y Viamonte, desde 1989 hasta fines del 2001.

Que la parte recurrida le pagó a la recurrente los montos señalados en su contrato, por concepto de seguro social  (15%) y seguro médico (3%) derivados de su contrato con la Unidad Técnica de Proyectos Especial en Argentina (UTP/OEA) que se inició en el año 2003.

Que la parte recurrida señala en su escrito que por las razones expuestas, y que describe a foja 124 a foja 130, la demanda de la recurrente de una pensión adicional y del reembolso de prestaciones de seguro médico carece de fundamentos y debe desestimarse.

Que en concreto pide que 1)  que se declare inadmisible el reclamo de la recurrente por falta de méritos;  2)  que se declaren improcedentes las pruebas documentales aportadas por la recurrente; y 3)  que se declare no a lugar toda solicitud de indemnización y desestime el recurso.

III.

 
La apoderada de la recurrente presentó sus observaciones en tiempo y forma y, luego de reiterar lo dicho en su escrito de recurso, expresó, inter alia, lo siguiente:

Que existe una caótica situación contractual referente a la relación de la OEA con la recurrente, habiéndose formalizado su vinculación funcional mediante diversas modalidades contractuales, y, en el último período incluso, sin modalidad de contratación alguna y que a partir del año 2002, como lo ha reconocido la parte recurrida, el señor Jorge Rucks debió buscar diversos recursos y fuentes presupuestales para pagar el sueldo a la funcionaria.

Que era lógico y procedente que la trabajadora solicitara por escrito la aclaración de su relación funcional y la seguridad del pago de sus haberes, lo que hizo mediante carta enviada al Director de Recursos Humanos y quien no respondió.

Que la solución favorable a la Organización respecto a la situación de hecho generada con relación a esta trabajadora de más de 24 años de antigüedad era prolongar su agonía hasta conseguir su deserción por no pago de sus haberes salariales.

Que si la OEA se resistía a efectuar una notificación formal de prescindir de sus servicios, necesaria ante la inexistencia de toda documentación que acreditara contratación a término, era imprescindible provocar esa decisión y otorgar certeza a la situación funcional, dando la oportunidad al contrario de regularizar la situación de la funcionaria.

Que es más obvio y predecible el argumento contrario como el que ensaya en el escrito en traslado: alegar “renuncia” de la funcionaria mediante una curiosa interpretación de la carta enviada al doctor Oscar Menjivar y simultáneamente alegar “abandono de trabajo”. La parte recurrida alega renuncia mediante una manifestación unilateral voluntaria de la funcionaria de desvincularse, y a la vez afirma que la misma no era funcionaria de la  Organización. Que nadie renuncia a un cargo que no tiene y por lo tanto el argumento es absurdo tal y como ha sido planteado, la carta al doctor Oscar Menjivar, Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos, es más que clara, puesto que solicita aclaración de la situación funcional, lo que es absolutamente inconciliable con una expresión de voluntad de renuncia. Además dicha carta expresa la situación real vivida –no controvertida por la parte recurrida—donde verbalmente el señor Rucks manifestó a la recurrente que a partir del mes de mayo de 2003 no tendría dinero para pagarle el sueldo.

Que la doctrina y jurisprudencia en forma extendida en los diferentes ordenamientos jurídicos ha sabido calificar esta situación como “despido indirecto”, lo que equivale a establecer que la voluntad de despedir del empleador es manifestada por la vía de los hechos aunque no se manifieste y notifique expresamente al trabajador. Que en el caso de la recurrente se debe calificar como despido debido a que, entre otros:

· La recurrente cumplía funciones sin contrato documentado, sin término establecido ni acordado previamente.

· La recurrente solicitó aclaración de su situación funcional y reconocimiento de su estabilidad laboral y salarial.

· La recurrente fue advertida de que no se le pagaría su salario.

· El Reglamento de Personal establece en diversas reglas que el silencio del Secretario General deberá interpretarse como negativa a la solicitud del funcionario.

Que el abogado de la parte recurrida afirmó que la recurrente no debió acudir al Director de Recursos Humanos sino a su superior inmediato señor Rucks, cuando al mismo tiempo expresa que éste gestionó y obtuvo cierta solución para la situación de la recurrente en viaje realizado a Washington a la Sede de la Organización.

Que el abogado de la parte recurrida dijo que la funcionaria desertó de sus funciones, habiendo sido infructuosas las gestiones del señor Rucks de ubicarla y que de tales supuestas múltiples gestiones para contactar a la recurrente no existen prueba alguna, y demás está decir, de las mismas, que la recurrente nunca se enteró, a pesar de que su domicilio no cambió y a pesar de que en Argentina sigue funcionando el servicio de correo y telégrafos.

Que con relación a la contratación llamada “local local”,  los trabajadores pasaron a integrar una cooperativa de trabajo con régimen y estatutos propios. La mencionada cooperativa tenía y tiene su domicilio en el estudio contable del contador Greco quien se dedica a confeccionar cooperativas y otras sociedades.  Esto demuestra que la cooperativa no tiene actividad real propia. Que en el acto de constitución, el día 6 de abril de 1989, coincide con el comienzo del régimen de funcionamiento de la recurrente en la oficina de la OEA bajo este inaudito sistema de Cooperativa de Trabajo.  Que la parte recurrida agregó actas de la Cooperativa donde la No.1 lleva fecha 6 de abril de 1989, lo No. 2, no lleva fecha, donde se incorporan  los socios nuevos, y el acta No. 3 lleva fecha 4 de mayo de 1989, lo que confirma lo expresado por la parte recurrente acerca del cambio de autoridades cuando las primeras o fundadores en sí no cumplieron ninguna función en la sociedad más que llenar la formalidad necesaria para su constitución.

Que los integrantes de la Cooperativa de Trabajo, todos ellos, eran funcionarios de la OEA en calidad de “local local”, categoría inexistente (por no prevista) y fuera de toda regla. Cabe concluir que el cambio de modalidad de contratación de trabajadores, obedeció a un afán de dar un viso de regularidad a la forma irregular en que los funcionarios se encontraban prestando funciones para la OEA en Argentina.

Que la recurrente ilustra a los honorables jueces miembros del Tribunal Administrativo y con relación al párrafo anterior la manera irregular en que se presentan las actas de las Asamblea de las referidas cooperativas, concluyendo que los salarios eran “decididos y pagados de fondos de la OEA, los cuales no incluían cobertura de seguridad social alguna, según surge de los recibos de sueldo agregados por la recurrente y por la expresa manifestación de la parte recurrida de que “la cooperativa debía establecer dicha cobertura de sus propios recursos (que nunca tuvo, por no tener actividad comercial) conforme a la legislación local argentina”.

Que el argumento de que la recurrente no tiene derecho a reclamar status de funcionario de carrera no es válido, desde que la Organización, dada la modalidad elegida para funcionar en la Argentina, jamás realizó llamado a concurso alguno (sus funciones con tal derecho se encontraban insertos en la llamada cooperativa), con lo cual, no se le dio a la recurrente la oportunidad siquiera de postularse para tal categoría funcional.

Que los hechos expuestos por la parte recurrida son falsos de toda falsedad, además de ser huérfanos de toda prueba:

· Que no es cierto que la relación de la recurrente con la Secretaría General terminó el 30 de abril de 2003.

· Que no es cierto que la recurrente acordara firmar ni someterse al régimen de CPR pues sostenía desde entonces hasta hoy su derecho a que se la reconozca su relación funcional permanente.

· Que no es cierto que haya renunciado a su trabajo sino que fue despedida, con  la negativa de regularizar su relación de trabajo y de pagarle la remuneración correspondiente.

· Que no es cierto que haya desertado ni que hubiese eludido ser ubicada por el señor Rucks, en versión absolutamente fantasiosa ensayada por la parte recurrida como la de requerir sus servicios cuando antes “no los necesitaban ni tenían rubro para pagarle”.

· Que no es cierto que la recurrente hubiese aceptado un cambio en la remuneración ni que ésta obedeciera a una respectiva reducción de horario (argumento de la parte recurrida contradictorio con la naturaleza propia de los CPR que dice se verificaron).

· Que no es cierto que se hubiese previsto ni que la recurrente hubiera consentido que los beneficios de seguridad social y aportes jubilatorios estuviesen incluidos en su contrato, contrato inexistente.

Que la recurrente rechaza lo expuesto por la parte recurrida respeto al cumplimiento del procedimiento administrativo previo: solicitud de audiencia y reconsideración. Los alegatos a favor de la recurrente sobre este asunto aparecen claramente descritos al dorso de foja 346 a foja 348.

Que la recurrente alega en el punto III) de su escrito inserto de fojas 348 a foja 352 fraus omnia corrumpit.  Que es cierto que el Secretario General tiene amplia discrecionalidad en la elección de la modalidad de contratación de servicios, conforme a las necesidades de la Organización y a la naturaleza de los servicios requeridos, y que existe jurisprudencia del Tribunal Administrativo de que, la repetición de varias contrataciones a término con relación a una misma persona no hace nacer un derecho al contratado respecto a considerar su relación como de carácter permanente, o a ser considerado con carácter preferencial para acceder al servicio de carrera, sino en todo caso una manera expectativa a que esto suceda. Que el Tribunal aplica acertadamente el derecho cuando establece ese criterio en situaciones en que la voluntad de recontratar a una persona obedece a una puntual necesidad de la Organización, la que puede repetirse muchas veces, recurriendo a la misma persona que ha demostrado anteriormente idoneidad y eficacia en el cumplimiento de su cometido.

Que la recurrente señala que la regla de personal 104.1 (a) (v) prevé la contratación de personal de apoyo Temporario
,, e indica que ésta no era la real naturaleza de los servicios prestados por la recurrente, ni al tiempo de haber sido incorporada a la Organización en 1979, ni al tiempo de crearse la llamada cooperativa de trabajo, ni a partir de enero del 2002.

Que existen fuertes indicios que en su conjunto permiten llegar a la verdadera certeza jurídica, de que la llamada cooperativa de Trabajo creada para “prestar servicios” a la oficina de la OEA no era una real entidad separada y diversa de la oficina misma de la OEA.  Que la contratación de los servicios no fue realmente con una persona jurídica sino con determinadas personas físicas, ex funcionarios “local local” de la OEA, cuya situación funcional y remunerativa en nada cambió antes y después del cambio en la modalidad de contratación con la OEA.

Que sobre estos asuntos referidos a la acción fraudulenta la recurrente hace referencia a la doctrina señalada por Bulluscio, que “el fraude en general consiste en hacer que opere una norma jurídica con el fin o propósito de eludir, evitar, la aplicación de otra; lo señalado por De Castro y Bravo que han conceptualizado el fraude “como uno o varios actos cuyo resultado está prohibido por la ley, pero que se amparan en otra norma dictada con distinta finalidad”; lo señalado por Nissen de que “se produce el reemplazo del comerciante individual por la sociedad anónima, pero no por la sociedad anónima que desarrolla actividades económicas de envergadura o que hace oferta pública de sus acciones, sino por minúsculas compañías que son en puridad sociedades de personas disfrazadas de sociedades de capital, integradas por lo general por personas vinculadas por lazos familiares o de amistad, antes que por su capacidad económica”; que son compartibles las conclusiones de Gulminelli “la inoponibilidad de la personalidad jurídica no debe ser adoptada con un criterio restrictivo sino con precisión técnica  debe aplicársele siempre que las condiciones especificadas en la normativa se den”; que como sostiene Martorel, deben retomarse los rumbos abiertos por Fargosi en su momento, aprehendiendo la idea de que la sociedad –en cuanto tal— no es ni un organismo natural ni una realidad subjetiva, sino, simplemente una herramienta jurídica que sólo existe como persona en el mundo del derecho; y que en su obra clásica sobre el tema “Apariencia y realidad de las sociedades mercantiles. El abuso del derecho por medio de la personalidad Jurídica”, Rolf Serick sostiene que cuando por intermedio de una persona jurídica se posibilita la burla a una disposición legal, una obligación contractual o se causa un perjuicio a terceros, existe abuso de la personalidad jurídica  y que sólo en estos tres casos puede alegarse que ha sido violada la buena fe, ya que de lo contrario la invocación de la buena fe trastorna todo el sistema de la personalidad jurídica”. 

Que como consecuencia de la verificación de abuso de derecho y fraude a la Ley en general, la recurrente solicita que se le reconozca el carácter de funcionario permanente y de los derechos inherentes a esa condición. 

Que la prescripción de la Regla 103.11 del Reglamento de Personal
  opuesta por la parte recurrida no puede ser aplicada en su beneficio, ya que, según el principio que enunciamos –fraus omnia corrumpit— la situación de fraude, no prevista ni permitida por la reglamentación interna de la OEA, supone la existencia de un  desequilibrio jurídico entre las partes contratantes, lo que no es necesario demostrar. Alega la recurrente, que no consintió ni tácita ni expresamente a las condiciones contractuales o “cuasi contractuales” a que fue sometida. Que se debe notar que a la recurrente no se le dio respuesta a su solicitud de aclaración de situación, ni a su petición de retribución y se sostuvieron posturas incluso netamente contradictorias, como son las de abandono de trabajo y renuncia expresa..

Que dado la situación particular de la recurrente, primero contratada como “local Local”, luego integrándola en una Cooperativa sin existencia ni actividad propia real, y posteriormente directamente sin contrato, queda plenamente justificada,  no sólo la pretensión de indemnización de daños morales sino de la excepción prevista en la mencionada regla
.

Que con relación a la falta de cobertura real de seguridad social  jubilatoria, debe tenerse  en cuenta los sistemas de aportes en los diferentes ordenamientos jurídicos y también las internas de la OEA deben considerarse de orden público. En el caso de la recurrente se dispuso la disminución sustancial de sus ingresos a partir de 2002 y además se le impuso la carga de realizar de dichos magros ingresos, sus aportes a la  seguridad social. En el régimen de contratación por resultado implica el carácter independiente del contrato, pero en el caso de la recurrente existió una verdadera relación de dependencia, con todas las características de tal, por lo tanto, la imposición de realizar los aportes exclusivamente a la recurrente es ilegal y antirreglamentaria, puesto que el Reglamento de Personal solo lo prevé para contratos independientes.

Que la parte recurrida no puede oponer prescripción del derecho de la recurrente a ser indemnizada por falta de aportes a la seguridad social ya que, como se indicó  al tratarse de normas de orden público, son inderogables, irrenunciables e imprescriptibles.

 Que la recurrente, además de sus observaciones a la prueba documental sobre la cooperativa presenta, en el punto VI de su escrito (foja 354 a foja 358), un análisis de las otras pruebas consignadas por la parte recurrida.  Que con respecto a  la prueba testimonial no es cierto que la recurrente haya firmado ningún CPR, por considerar que dicha modalidad de contratación no se ajustaba a su real relación funcional con el organismo. Que sugerir veladamente que la recurrente pudo haber sustraído los contratos es una atrevida, abusiva e injusta argucia para justificar la ausencia de toda documentación a partir de enero de 2002. Que de haberse desaparecido la documentación de tal relevancia de la oficina, debió haberse realizado una denuncia policial correspondiente, a fin de determinar ese hecho por autoridad competente previa inspección de los locales y establecer quién pudo haber sido el responsable de dicha maniobra. Que reitera que la recurrente jamás firmó un CPR, justamente con la finalidad de evitar que se perjudicara un posterior reconocimiento de la continuidad y permanencia de su relación con la Organización.

Que no debe admitirse la tardía rectificación del señor Rucks respecto al contenido de su carta de recomendación y que la parte contraria nada dijo en contrario respecto a constancias de desempeño presentadas por la recurrente en el anexo B de su escrito de demanda inicial y emanadas de Guillermo Corsino del 15 de diciembre de 1994; Jorge Murgio de septiembre de 1979 y octubre de 1983; y Emilio Odena de septiembre de 1979.  Que en todas estas constancias se afirma la continuidad y naturaleza de las funciones prestadas por la recurrente en el mismo sentido que lo expresado por Rucks en la constancia extendida el 5 de mayo de 2003. 

Que desde el punto de vista procesal, son improcedentes las declaraciones agregadas por la parte recurrida. No se solicitó ni autorizó la producción anticipada de prueba testimonial; no se habilitó, en consecuencia, el contralor de dicha prueba por mi parte, por cuya razón carece de total relevancia probatoria. Debe tenerse esto en cuenta respecto a las supuestas declaraciones del contador de la mencionada cooperativa que, según manifiesta la parte recurrida, se negó a aportar determinada documentación de la cooperativa, argumento utilizado como justificativo de la parte recurrida.  

Que la parte recurrente solicita que en el caso de que el Tribunal dispusiera la declaración a distancia de los testigos propuestos por la parte recurrida, los gastos sean costeados enteramente por la parte recurrida, incluidos los de traslado y viáticos de la abogada de la parte recurrente, la que domicilia en la ciudad de Montevideo, Uruguay.

Que respecto a la nota de renuncia de la recurrente en diciembre de 1987, ésta había solicitado licencia sin goce de sueldo y así se le concedió. Al extenderse el plazo que necesitaba para reintegrarse,  la Oficina de la OEA, Guillermo  Corsino, coordinador de asuntos administrativos y financieros de la Secretaría de la OEA en Argentina, le solicitó a la recurrente enviar por telegrama la renuncia, como una mera formalidad para su registro pero sin que implicara una real desvinculación del Organismo. Que prueba de ello que fue así, es que a su regreso de los Estados Unidos se reintegró inmediatamente a sus antiguas funciones y que posteriormente el propio Guillermo Corsino emitió una constancia de  fecha 15 de diciembre de 1994, lo que constituye prueba documental contraria a la agregada por la parte recurrida de “renuncia” de fecha diciembre de 1987. 

Que las funciones del cargo desarrollado por la recurrente  nada tienen que ver con el contenido en el CPR presentado por  la parte recurrida. Que aquí se encuentra el fraude a la ley que ha venido mencionando, de igual forma que la instrumentación del sistema de “Cooperativa” o la categoría creada de “local local”, todas estas formas de eludir la ley –el Reglamento de Personal, en el caso’’ que está obligada a cumplir la Secretaría por mandato de la Asamblea General.

Que no se puede sostener que la discrecionalidad del Secretario General, en cuanto a la contratación del personal llega al extremo de acomodar el contenido de los contratos a su conveniencia sino que estos deben ajustarse en su totalidad a la naturaleza y características reales de los servicios prestados, de conformidad con lo establecido en las Reglas de Personal.

Que la Secretaría General siempre tuvo cabal conocimiento de la irregular y antirreglamentaria situación de la recurrente  y que no es verdad que no era  necesaria la función cumplida por la recurrente  por cuanto en su lugar se encomendó al funcionario Luis Buscaglia las tareas que ella cumplía como asistente administrativo y que los anexos II, III y IV, del escrito de observaciones presentado por la parte recurrente a la contestación que hiciera el Representante del Secretario General, son pruebas de las ingentes gestiones realizadas procurando el reconocimiento de los derechos de estos funcionarios.  Que la carta contenida en el citado anexo IV, de fecha 19 de noviembre del 2001 y firmada por el  funcionario Paul O. Spencer, Asesor/Coordinador, de la Oficina de la Secretaría General en los Estados Miembros, manifiesta que el señor Oscar Menjivar, Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos contestaría los requerimientos formulados, tal y como lo hizo ante la última solicitud de la recurrente el 19 de noviembre de 2003, razón por la cual la parte recurrida no puede oponer entonces término de prescripción fundado en la regla 103.11 del Reglamento de Personal cuando a su vez sostiene, por otra parte, que la recurrente no es  miembro de personal de la Organización.

Que con respecto a los trabajos desarrollados por la recurrente durante el mes de mayo de 2003,  adjunta, como anexo V de su escrito de observaciones a la contestación que hiciera el Representante de la Secretaría General, las comunicaciones de correo electrónico de distintas fechas de mayo e incluso posteriores al día 19 de dicho mes, que refieren a tareas concretas relacionadas con temáticas propias de la Oficina de la OEA y de la secretaria administrativa del señor Rucks, por lo que resulta inexplicable la aseveración del señor Rucks de que a partir de la segunda quincena de mayo de 2003 perdió contacto con la recurrente.

 
Que por todo lo expuesto, la recurrente solicita a los señores Miembros del Tribunal acoger el petitorio inicial de la presente causa en su totalidad.

IV.

 
El apoderado del Secretario General presentó sus comentarios en tiempo y forma y manifestó, inter alia, lo siguiente:

Que, lo afirmado por la recurrente en el sentido de que su relación contractual con la Secretaría General de la OEA fue caótica e indefinida, carece de fundamento puesto que se contradice con los hechos.  

Que, tal y como se ha demostrado en la contestación al reclamo planteado por la recurrente, ésta prestó servicios a la oficina de la OEA en la Argentina, desde 1979 hasta diciembre de 1987, a través de un contrato llamado “local-local”.  El término “local-local” se refiere a un sistema de contratación local implementado en los años 70 por los Directores de la Oficina de la Secretaría General de la OEA en la Argentina.  Cabe indicar que de haber existido dudas sobre el status “local-local” de los miembros del personal de la Argentina, éstas quedaron aclaradas con la sentencia del Tribunal en el caso Repetto de Dulce v. Secretaría General, Sentencia No.  111, en la cual se estableció que la persona contratada bajo la modalidad de “local-local”, que concluyó en 1988 (un año después de la renuncia de la recurrente), eran miembros del personal.  Asimismo, concluyó que el Estatuto de Limitaciones,  bajo la Regla de Personal 103.11
, impidió que un miembro del personal bajo la modalidad de “local-local” consiguiera el pago de supuestos salarios adeudados, contribuciones y otros beneficios que hubiese obtenido si hubiera planteado su reclamo dentro del plazo contemplado para tal efecto.

Que teniendo en cuenta la jurisprudencia anteriormente mencionada, la recurrente perdió el derecho de reclamar, cualquier pago correspondiente al periodo comprendido entre 1979-1987,  npuesto que no presentó su reclamo dentro del plazo de un año, contado a partir de la fecha en que dichos pagos debieron haber sido exigidos, tal como lo establece la Regla 103.11 del Reglamento del Personal.

Que, durante 1987-2001, la recurrente fue contratada por las Cooperativas Maipú y Viamonte, respectivamente, las cuales prestaban servicios a la Oficina de la Secretaría General de la OEA en la Argentina.

Que, durante dicho periodo la recurrente, no suscribió ningún contrato con la recurrida.

Que, después del cierre de la Oficina de la Secretaría General de la OEA en la Argentina a fines de 2001, se creó el departamento de Unidad Técnica de Proyectos (UTP/OEA), dirigida por el Sr.  Rucks, la misma que era financiada por fondos donados y no por el fondo regular de la OEA.

Que, la recurrente fue contratada desde el 1 de enero de 2002 hasta el 30 de abril de 2003 para laborar en la Unidad Técnica de Proyectos, bajo la suscripción de diferentes Contratos por Resultado (CPR).  Debiendo recalcar en este extremo, como ya ha sido reiterado, que los CPR incluyen beneficios de seguro social, de acuerdo con las Reglas del CPR, aunque la persona no sea considerada un empleado bajo contrato.

Que, lo afirmado por la recurrente, en el sentido de que ella trabajó en el departamento de Unidad Técnica de Proyectos de la OEA durante todo el mes de mayo, es totalmente falso.  

Que, la relación contractual entre la recurrente y la OEA concluyó el 30 de abril de 2003, fecha en la cual expiró su Contrato por Resultado.  Que, con fecha posterior al vencimiento de su contrato, la parte recurrente solicitó al Sr. Rucks la posibilidad de realizar un trabajo adicional, ante lo cual éste accedió proponiéndole realizar trabajos desde su casa para la página web de la Unidad Técnica de Proyectos y, por otro lado, sustituir al Sr. Luis Buscaglia durante los últimos días del mes de mayo, tal y como consta en la Declaración Jurada del Sr.  Rucks.

Que, debido a que la recurrente no contaba con computadora en su domicilio, el Sr.  Rucks le facilitó las instalaciones de la Unidad Técnica de Proyectos, asistiendo a las oficinas sólo durante las dos primeras semanas del mes de mayo.  Que, no obstante lo anteriormente indicado, la recurrente continúa afirmando que ella trabajó durante todo el mes de mayo.

Que, es importante resaltar, que la parte recurrente defraudó la confianza del Sr.  Rucks, puesto que con fecha 5 de mayo de 2003, la recurrente le solicitó que escribiera una carta de recomendación, en la cual se dejara constancia que la misma trabajó durante más de 20 años de forma ininterrumpida para la OEA, ante lo cual el Sr.  Rucks  accedió, a pesar de ser consciente de que la recurrente sólo trabajó de 1979 hasta 1987 en la Organización.  Que, tal y como lo indica el Sr.  Rucks, su intención era ayudar a la recurrente a conseguir el mencionado contrato y nunca imaginó que la misma lo utilizaría para acreditar sus supuestos más de 20 años de servicio en la OEA.

a) Que, lo señalado por la recurrente en el sentido de que la parte recurrida no cumplió con pagarle sus beneficios de seguridad social carece de fundamento. 

Que la recurrente, en los años 2002 y 2003, recibió sus pagos por cobertura médica, vacaciones y seguridad social, de acuerdo a lo establecido en su Contrato por Resultado (CPR) y en las Reglas del CPR de la Organización.

Que, la recurrente como empleada de la Secretaría desde 1979 hasta 1987, no tenía el derecho a recibir pensión de conformidad a lo establecido en el Acuerdo suscrito entre la Secretaría General y el Gobierno de la Argentina y, por otro lado, cualquier reclamo en este extremo debió haberlo planteado inmediatamente después de haber renunciado en 1987 y no 16 años después como ahora pretende, ello de conformidad a lo establecido en la Regla 103.11 anteriormente señalada.

Que, la recurrente no fue empleada de la Secretaría General desde 1988 hasta el 31 de diciembre de 2001, y por tal motivo,  la parte recurrida no resulta responsable del pago de las contribuciones de seguridad social de la recurrente correspondientes a dichos años.

Que, en relación a lo anteriormente indicado, la parte recurrida sostiene que, la recurrente durante esos años no tuvo relación contractual con la Secretaría General, sino que fue empleada de las Cooperativas Maipú y Viamonte, que celebraron contratos con la OEA para la provisión de servicios.

Que, en este sentido, las Cooperativas informaron a la Secretaría General que sus miembros estaban afiliados al Régimen Provisional de Trabajadores Autónomos y que eran responsables de realizar sus propias contribuciones por beneficios de seguridad social.

Que, finalmente en lo que respecta a este punto, la parte recurrida señala que en el supuesto caso que la Secretaría estuviera obligada a efectuar dichos pagos, este reclamo devendría en extemporáneo, puesto que de acuerdo a lo establecido en la Regla 103.11 del Reglamento de Personal, la Secretaría no es responsable del pago de beneficios reclamados más de un año después de la fecha en ellos eran debidos.  En el caso, específico, la recurrente no reclamó el pago de sus derechos de seguridad social relativo al ejercicio 1989-2001 hasta junio 2003, más de dos años después de haber dejado de prestar servicios.  Por este motivo, su reclamo en este extremo deviene en extemporáneo.

b) Que la recurrente nunca aplicó para ser miembro del Servicio de Carrera ni tampoco cuestionó su Status hasta que dejó de prestar servicios a la Secretaría General.

Que, con relación a lo anteriormente indicado, la parte recurrida señala que a pesar de que la recurrente pudo haber aplicado al servicio de carrera, nunca lo hizo.  En consecuencia, su reclamo en el sentido de que la Secretaría le negó el derecho a competir para el servicio de carrera debe ser categóricamente rechazado.  Asimismo, afirma que la recurrente esperó hasta la presentación de su solicitud de Audiencia de fecha 9 de junio de 2003, es decir, mucho tiempo después de la terminación de su contrato de fecha 30 de abril de 2003, para reclamar derechos correspondientes a la terminación de un puesto permanente. Sin embargo, al respecto, el Tribunal Administrativo en su Sentencia No. 106 (Palmieri) y 104 (Duarte), estableció que “un miembro del personal que reclame derechos relativos a un status de carrera a través de una solicitud de audiencia presentada después de su separación del servicio no tiene derecho al reconocimiento del servicio de carrera o a la correspondiente indemnización”.
c) Que, tal y como se señaló en el escrito de respuesta al reclamo presentado por la recurrente, la parte recurrida considera que dicho reclamo debe ser declarado inadmisible puesto que su Solicitud de Audiencia fue extemporánea.

Que, el Tribunal en reiterada jurisprudencia, ha determinado que las Solicitudes de Audiencia presentadas con el objeto de cuestionar la estabilidad en el cargo y el reconocimiento de los derechos relativos a dicha permanencia, planteadas después de la separación del cargo devienen en extemporáneas puesto que no cumplen con lo establecido en el artículo VI (1) del Estatuto del Tribunal.

Que, tal y como ocurrió en los casos de Alvarez (Sentencia No. 71), Palmieri (Sentencia No. 106), Duarte (Sentencia No. 104) y Repetto de Dulce (Sentencia No. 111), la recurrente durante sus años de servicio nunca presentó solicitud de Audiencia buscando el reconocimiento de su estabilidad en el cargo y los correspondientes beneficios, y sólo lo hizo después de ser separada del servicio.  En consecuencia, en el caso en particular, el Tribunal deberá proceder de conformidad a su jurisprudencia, declarando inadmisible el presente reclamo.

d) Que en lo que respecta a su reclamo por el no pago de su salario del mes de mayo de 2003, este resulta inadmisible porque fue planteado de forma extemporánea.

Al respecto, señala la parte recurrida que la Regla 112.1 del Reglamento de Personal establece que “la solicitud de audiencia debe ser presentada dentro de los 15 días siguientes a la fecha en que hubiese recibido la notificación de la medida que afecte sus intereses” y, la Regla 104.16 dispone que “el contratista independiente que reclame derechos o beneficios relacionados con el empleo, incluidos aquellos establecidos en este Reglamento, debe cumplir con las obligaciones contenidas en el mismo, incluidas pero sin limitarse a las que rigen la oportuna solicitud de audiencia y reconsideración contenida en el Capítulo XII de este Reglamento, y tales reclamaciones se verán limitadas por todas las restricciones que rigen tales derechos o beneficios, incluidas pero sin limitarse a las establecidas en la Regla 103.11”.  En tal sentido, la recurrente en su calidad de contratista independiente, tenía 15 días para presentar su solicitud una vez que  fue informada que no iba a recibir su salario del mes de mayo.  Sin embargo, en los hechos, ella no lo realizó dentro del plazo correspondiente, esperando hasta el 9 de junio de 2003 con la presentación de su solicitud de Audiencia.

e) Que, asimismo, la solicitud de audiencia sobre el tema del “salario” del mes de mayo resulta  inadmisible, puesto que no se basa en una medida administrativa fundamental con respecto a una obligación que la Secretaría General hubiera podido tener con la recurrente.

Que, la parte recurrida señala, que la solicitud de audiencia sobre el tema del salario del mes de mayo además de extemporáneo deviene en inadmisible, dado a que no se basa en una medida administrativa tomada por la OEA que afecte el interés de un miembro del personal. Que, la recurrente en su escrito de reclamo, no indica ninguna medida concreta que la parte recurrida haya adoptado en el mes de mayo de 2003 y por la cual se hayan generado consecuencias negativas para sus intereses.

Que el último contrato de la recurrente expiró el 30 de abril de 2003 y por tanto, la recurrente no podía terminar de manera unilateral  un cargo que no tenía, tal y como lo hizo a través de su escrito por el cual anunció la terminación de su contrato el 30 de mayo de 2003. Se debe resaltar que este hecho no constituye un acto administrativo realizado por la parte recurrida.

Que, finalmente en lo que respecta a este punto, la parte recurrida reitera su disposición de cumplir con pagarle a la recurrente la cantidad correspondiente al servicio prestado durante el mes de mayo, siempre y cuando acompañe prueba fehaciente del mismo.

f) Que la parte recurrida manifiesta una vez más que no tiene obligación alguna con respecto a la recurrente puesto que ella no suscribió ningún contrato de empleo con la Secretaría General durante el periodo comprendido entre 1988 al 2001.  Por el contrario, durante ese tiempo, la recurrente fue contratada por las Cooperativas Maipú y Viamonte, respectivamente.

Que, a pesar de las afirmaciones de la recurrente en el sentido de que las Cooperativas no funcionaban de manera independiente sino que eran controladas por la Secretaría General  y que por tanto, la personalidad jurídica de dichas cooperativas sólo era una ficción legal puesto que en el fondo tanto la Secretaría General como las Cooperativas eran la misma persona, constituyendo de esta manera un fraude a la ley, la parte recurrida rechaza categóricamente tal afirmación, y en su defensa manifiesta lo siguiente:

· Que la recurrente a fin de probar la supuesta dependencia de las Cooperativas respecto a la OEA, adjunta como anexo una carta enviada por el contador Raul Greco (funcionario y asesor de las Cooperativas) supuestamente a Guillermo Corsino (ex funcionario administrativo de la Oficina de la Secretaría General de la OEA en la Argentina).  Al respecto, la parte recurrida sostiene que en dicha carta no hay indicación alguna, que pruebe que fue enviada a Guillermo Corsino o a algún miembro de la Oficina de la OEA en ese país, puesto que sólo aparece el nombre “Guillermo” sin referencia a su apellido o dirección.  Por otro lado, tampoco hace referencia al nombre de las Cooperativas Maipu y Viamonte y en consecuencia, puede tratarse de una carta enviada por Greco a cualquiera de las cooperativas en las que participa.  Asimismo, la parte recurrida señala que en el supuesto caso que efectivamente se trate de la carta que la recurrente alega, de la lectura de dicho documento no se puede concluir el supuesto control de la Secretaría General con respecto a las Cooperativas.

· Que, lo afirmado por la recurrente en el sentido de que los documentos relativos a las Cooperativas, tales como actas constitutivas, informes de auditoría y copias de algunas minutas, se encuentran en poder de la Secretaría General, es totalmente falso, y ello queda demostrado con la Declaración Jurada del Sr. Sergio Biondo, quien manifestó en su oportunidad que solicitó al Contador Greco  los antecedentes y documentos de la Cooperativa de Trabajo Viamonte, y éste le informó que no podría acceder a su solicitud sin contar con la autorización correspondiente.  Por otro lado señala que, incluso el hecho de que las actas constitutivas e informes de auditoría hayan sido encontrados en los archivos de la parte recurrida, ello no puede considerarse evidencia del control de las Cooperativas por parte de la Secretaría General, puesto que en muchas ocasiones, de conformidad con el acuerdo llegado con los vendedores corporativos, la Secretaría General requiere de tales documentos para verificar que todo se esté realizando de conformidad con las leyes vigentes de la Argentina y también en aquellos casos en los que los contratos son por sumas de $20,000, en los cuales la presentación de tales documentos es obligatoria.

· Que, la recurrente señala sin aportar prueba alguna, que la Secretaría General se encarga de realizar directamente el pago a los socios de la Cooperativa.  Al respecto, la parte recurrida manifiesta que lo anteriormente indicado, es totalmente falso y que la propia evidencia presentada por la recurrente prueba lo contrario, dado que a fojas 23 consta un “comprobante de retención”, con el cual se demuestra la retención efectuada por la propia cooperativa a la recurrente y a fojas 18, obra una factura de las Cooperativas, que prueba el pago a sus socios, entre otras.

· Que rechazan categóricamente lo declarado por la recurrente, en el sentido, que no existen contratos suscritos entre la Secretaría General y la Cooperativa.  Al respecto, manifiesta la parte recurrida que la relación contractual existente entre la Secretaría General y la Cooperativa se encuentra claramente explicada en la página 105 de su respuesta.

· Que las leyes internas de la OEA autorizan la contratación de terceros empleadores, a fin de que estos suministren servicios a la Secretaría General.  Dicha situación está contemplada en la ley y no constituye bajo ningún punto de vista fraude a la ley.  Al respecto el artículo 17 de las Normas Generales establece “Los recursos humanos de la Secretaría General incluyen a su personal, contratado conforme a contratos de empleo, y a contratistas independientes, que prestan servicios de acuerdo con contratos por resultado”.  Asimismo, el artículo 12 (e) faculta al Secretario General a “contratar, cuando sea estrictamente necesario, los servicios especiales o técnicos de personas naturales o jurídicas”.  En el caso de personas jurídicas, debe entenderse que suministran servicios, a través de sus propios empleados o agentes.
· Que, es importante resaltar, que no es la primera vez que la Secretaría General, emplea esta forma de contratación a través de terceros empleadores.  Y que dicha modalidad también es utilizada por el Banco Mundial y por el Fondo Monetario Internacional.
· Que, para configurar “fraude” es necesaria la concurrencia de tres elementos:  a)  debe existir una obligación básica que debe ser respetada; b) debe existir la intención de no cumplirla; c) el empleo de medios adecuados para ejecutar tal intención.  Y, por tanto, ante la ausencia de alguno de dichos elementos, el fraude no se considerará configurado.
· Que, en el presente caso, el primer elemento se encuentra ausente, puesto que la parte recurrida no tiene la obligación de contratar servicios de manera personal, situación que se encuentra regulada en las normas internas de la Organización y  con lo cual la hipótesis de un supuesto fraude queda totalmente descartada.
· Que la recurrente reconoce que el establecimiento de limitaciones en la Regla 103.11 de las Normas Generales, impide todo reclamo concerniente a pagos debidos por concepto de salarios y otros beneficios, que pudo haber percibido antes del 9 de junio de 2002, es decir, un año antes de la presentación de su solicitud de Audiencia.  No obstante, considera que el Tribunal no debe aplicar la mencionada Regla, puesto que se trata de un derecho del trabajador el cual es irrenunciable y, por otro lado, porque nos encontramos ante un supuesto de fraude a la ley.  Al respecto, la parte recurrida reitera que la recurrente no ha demostrado sus alegaciones de fraude y por tanto, la Secretaría General actuó de conformidad a la normatividad vigente.

· Que, la parte recurrida señala, que el Tribunal ha aplicado en sus diferentes resoluciones, las disposiciones del Estatuto, declarando improcedente aquellos reclamos que hayan excedido el plazo para su presentación.  Por tanto, el Tribunal debe declarar no a lugar la pretensión de la recurrente de que se le paguen retroactivamente ajustes de salarios que según ella se le adeudan y, en consecuencia, fundada la petición de la parte recurrida de la prescripción de la acción.

· Que, con relación a lo expresado por la parte recurrente, en el sentido de que la aplicación de la Regla 103.11, implica la violación de sus derechos, el abogado de la parte recurrida, manifiesta que la disposición prevista en dicho artículo no constituye una renuncia a sus derechos puesto que no impide la presentación de un reclamo por dicho concepto, sino que establece un plazo previamente conocido por los miembros del personal para exigir dicho pago, siendo la única responsable del vencimiento del tiempo previsto para tal efecto, la persona interesada y no la Secretaría General.

· Que, es importante resaltar que la legislación interna de la OEA e incluso el propio Tribunal a través de su jurisprudencia y la sección primera del artículo VII de su Estatuto
, reconocen la validez de la renuncia de derechos.  

· Que, la parte recurrente manifiesta que no presentó sus reclamos en el plazo establecido por temor a represalias que terminen con la pérdida de su trabajo.  Al respecto, la parte recurrida señala, que la recurrente no ha adjuntado pruebas de su afirmación y que los hechos prueban lo contrario, puesto que cuando los miembros de la Cooperativa con fecha noviembre de 2001 solicitaron a la recurrida un “reconocimiento económico”, la Secretaría General se pronunció de manera positiva preocupándose por dar solución a su solicitud.

Que el documento presentado por la recurrente como A-33, a través del cual pretende demostrar que sus deberes eran otros a los indicados en su CPR del 2002, debe ser totalmente rechazado, puesto que el documento no está firmado por el Sr.  Rucks ni por ningún otro funcionario de la Secretaría  General y por tanto puede tratarse de un documento elaborado por la propia recurrente con el propósito de obtener un resultado a su favor.

Que por otro lado, la respuesta por parte de la Secretaría General a la carta cursada por la recurrente y otros empleados de la Cooperativa con fecha 29 de noviembre de 2001, no es prueba del control de la Secretaría General sobre la mencionada cooperativa, puesto que en la carta de respuesta se expresa la preocupación por la situación de los trabajadores debido al cierra de las oficinas.

Que los correos electrónicos presentados por la recurrente en el reverso de la p. 357, Anexo V de su escrito de observaciones, a través de los cuales pretende probar que trabajó durante todo el mes de mayo de 2003 para la Unidad Técnica de Proyectos deben ser declarados inadmisibles, porque como ya se ha demostrado sólo prueban que la recurrente estuvo en la oficina los días 12 y 21 de mayo de 2003.

Que, por lo manifestado a lo largo de su escrito, el apoderado de la parte recurrida solicita:

· Se tenga por admitidas todas pruebas presentadas por la recurrida.

· De conformidad con lo expresado en la Sección V de su escrito, declarar improcedente las pruebas de la recurrente.

· Se declare admisible la Declaración Jurada del Sr.  Sergio Biondo y, de ser necesario, se le considere como testigo de la parte recurrida.

· Declarar inadmisible el reclamo presentado por la parte recurrente.

· Declarar infundado todo reclamo sobre indemnizaciones.

V

 
El 19 de febrero de 2004, de acuerdo con el artículo 14, párrafo 2 del Reglamento del Tribunal, fue inscrito el presente recurso en la lista de asuntos pendientes de consideración.

 
Señalada por el Presidente la fecha de iniciación del LI período ordinario de sesiones, fueron tomadas las disposiciones pertinentes y el Tribunal quedó integrado por los doctores Lionel Alain Dupuis, Presidente, Agustín Gordillo, Vicepresidente y Alma Montenegro de Fletcher, Jueza. El Tribunal abrió sus sesiones el día 12 de mayo de 2004 y deliberó sobre el caso sub judice.

 
Conforme al artículo 27 de su Reglamento, el Tribunal designó como ponente a la doctora Alma Montenegro de Fletcher para redactar el proyecto de sentencia correspondiente.

 
Después del examen de lo actuado, el Tribunal,

Y CONSIDERANDO:

 
En el caso enunciado al margen superior, el Tribunal es competente para conocer del presente recurso con fundamento en lo dispuesto en el artículo II del Estatuto del Tribunal Administrativo.

 
De acuerdo al examen de las pruebas que constan en el expediente y de conformidad con lo expresado por la recurrente, ésta comenzó a prestar servicios a la Organización, el 1 de febrero de 1979, bajo la forma de contratación denominada “local-local”.  Desde dicha fecha hasta el 12 de diciembre de 1987, nunca cuestionó el vínculo que la unía a la Organización, y por tanto al no hacerlo consintió sus efectos jurídico-materiales.

 
Además, y es lo más importante, conforme a la naturaleza de la relación y a las normas expresas que regulan la Organización, es claro que la recurrente no se encontraba en el Registro de Personal como funcionario permanente ni tampoco ha demostrado que hubiese ganado un concurso con posterioridad al 31 de diciembre de 1982, como una vía posible para acceder al servicio de carrera, ello a pesar de haber tenido la oportunidad de hacerlo, por lo cual no procede reconocer lo pedido.

 
Como lo ha demostrado el abogado de la parte recurrida, con fecha 12 de diciembre de 1987, la recurrente envió vía fax su renuncia al cargo que venía desempeñando, con lo cual el vínculo de subordinación que esta mantenía con la Organización se dio por resuelto, habiendo cumplido la parte recurrida con el pago de la correspondiente liquidación a favor de la recurrente, situación que se encuentra respaldada con las pruebas oportunamente aportadas.

 
De acuerdo con las constancias probatorias que obran en autos, la recurrente fue socia de la Cooperativas de Trabajo Maipú y Viamonte, desde el año 1988 hasta el 31 de diciembre de 2001.  

 
Tal y como está expresado en sus respectivas Actas de Constitución, y de conformidad con la normativa vigente en la Argentina, dichas cooperativas tenían su propia personalidad jurídica y su propia administración; y se encargaban de pagar directamente a sus miembros por los servicios prestados a la Secretaría General de la OEA en la Argentina.

 
Al respecto se debe indicar como lo ha señalado el abogado de la parte recurrida, la reglamentación interna de la Organización de los Estados Americanos, contempla la posibilidad de contratar los servicios de terceros empleadores, a fin de que éstos a través de su personal proporcionen servicios a la Secretaría. Dicha situación se encuentra contemplada en el artículo 17 de las Normas Generales de Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la OEA. 

 
La recurrente ha reclamado el pago del importe correspondiente a las cuotas de la seguridad social, pues según afirma la recurrida no honró su obligación como patrono. De acuerdo con las constancias procesales, en los diferentes periodos en los que se ha comprobado la relación de trabajo, las cuotas de la seguridad social fueron cubiertas como correspondía por la parte recurrida y en los periodos como contratista independiente (periodo 1989-2001) y en los Contratos por Resultado (periodo 2002-2003) correspondía a la recurrente hacer frente a dichos pagos con los dineros entregados para ese fin por la recurrida tal como ha quedado demostrado con las pruebas documentales aportadas. 

 
En estas condiciones las reclamaciones presentadas no han podido justificarse.

 
En el presente caso, la parte recurrida no tiene la obligación de contratar servicios de manera personal, situación que se encuentra regulada en el artículo 17 de las Normas Generales, el cual establece que “Los recursos humanos de la Secretaría General incluyen a su personal, contratado conforme a contratos de empleo, y a contratistas independientes, que prestan servicios de acuerdo con contratos por resultado”.  Asimismo, el artículo 12 (e) faculta al Secretario General a “contratar, cuando sea estrictamente necesario, los servicios especiales o técnicos de personas naturales o jurídicas”.  En el caso de personas jurídicas, debe entenderse que suministran servicios, a través de sus propios empleados o agentes.  En consecuencia, la hipótesis de un supuesto fraude queda totalmente descartada.

 
En virtud de lo expuesto, con fundamento en el artículo II de su Estatuto, el Tribunal, por unanimidad de votos,

RESUELVE:

1. 
Declarar sin lugar la solicitud de la recurrente en el presente recurso.

2. 
Declarar que los gastos y costas procesales sean asumidos por cada una de las partes.

Notifíquese, 

Washington, D.C. 18 de  mayo de 2004. 

Juez Lionel Alain Dupuis

Presidente

Juez Agustín Gordillo



Juez Alma Montenegro de Fletcher

Reinaldo Rodríguez Gallad

Secretario
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SENTENCIA 151

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS, 

Integrado por los Honorables Jueces Lionel Alain Dupuis, Agustín Gordillo y Alma Montenegro de Fletcher,    

Tiene a la vista para dictar sentencia el expediente correspondiente al Recurso 282 interpuesto por la recurrente señora Relinda Louisy en contra del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.

La recurrente estuvo representada por el abogado David George, y el Secretario General por el abogado Rubén Farje, del Departamento de Servicios legales, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 42 del Reglamento del Tribunal.

CONSIDERANDO:

I

1. Demanda


Que con fecha 19 de diciembre de 2003, la señora Relinda Louisy interpuso ante este Tribunal Administrativo un recurso en contra del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), formulando las siguientes peticiones:

· Se declare la nulidad del concurso No. IR/06/00 para una vacante P-5 en la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (SE/CIDH), el cual concluyó con el nombramiento de la señora Elizabeth Abi-Mershed. 

· Se acuerde la impugnación de su Evaluación de Desempeño 2002-2003.

· Se declare que la Secretaría General actuó discriminatoriamente al no recomendar a la recurrente para la aplicación a un Contrato Continuo, y, en consecuencia, se ordene a la Secretaría General, le conceda dicha forma de contratación.

· Se ordene a la Secretaría General dejar sin efecto la resolución de su Contrato de Empleo a término fijo, de fecha de vencimiento  31 de diciembre de 2003, así como la cancelación de su seguro médico.

· Se declare que ha sido víctima de hostigamiento, maltrato psicológico, discriminación por motivo de raza y edad y, violación de sus derechos humanos, por parte de la Secretaría General.

1.1 Exposición sucinta de los hechos


Que,  el 27 de abril de 1992 la recurrente comenzó a prestar servicios en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos.


Que, la recurrente inició sus labores con un Contrato de Largo Plazo y con calificación P-2, habiendo sido promovida a través de los años al nivel P-3 y finalmente al nivel P-4, con la posición de “Senior Human Rights Attorney”.


Que, señala la recurrente, con fecha 27 de marzo de 2000, el Departamento de Servicios de Recursos Humanos publicó el Anuncio de Vacante No. IR/06/00, para ocupar el puesto de Especialista Principal en Derechos Humanos, nivel P-5.  Siendo la fecha límite para presentar la aplicación el 27 de abril del mismo año.


Que, con fecha 13 de abril de 2000, al cumplir con todos los requisitos exigidos, la recurrente procedió a enviar su aplicación.


Que, alega la recurrente, que a raíz de dicha aplicación se desencadenaron una serie de eventos perjudiciales para su persona, los mismos que se detallarán a continuación y, que al entender de la parte recurrente, demuestran que la Secretaría General de la OEA, procedió en forma arbitraria y discriminada, sin respeto a lo establecido en la Carta de la OEA, en las Normas Generales, en el Reglamento de Personal de dicha Organización y en los Tratados Interamericanos de Derechos Humanos.

a)
Concurso de la Vacante No. IR/06/00


Que, tal y como se ha señalado en los párrafos anteriores, el Departamento de Servicios de Recursos Humanos publicó el Anuncio de Vacante No. IR/06/00 para ocupar el puesto de Especialista Principal en Derechos Humanos, nivel P-5, al cual la recurrente postuló habiendo cumplido todos los requisitos exigidos.


Que, al no tener noticias del resultado de dicha competencia, con fecha 7 de febrero de 2001, la recurrente envía una carta al Sr. Nelson Laporte, Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos, por medio de la cual consulta si alguna persona había sido nombrada para el cargo P-5.


Que, al respecto, el Sr. Laporte, contesta que el concurso había sido cancelado y que la nueva convocatoria se realizaría en un corto plazo.  No obstante, la recurrente, al no encontrarse conforme con la explicación señalada por el Sr.  Laporte, con fecha 16 de febrero de 2001, solicita Audiencia con el Secretario General, a fin de informarle lo sucedido con dicho concurso.


Que, con relación a lo anteriormente indicado, la recurrente considera que la Secretaría General actuó de una manera arbitraria y, que el único motivo por el cual se procedió a cancelar la competencia fue el favorecer a la Sra. Abi-Mershed, a fin de que pudiera obtener los diez años de servicio requeridos para aplicar a dicho puesto y, en consecuencia, conseguir el nombramiento.


Que, el 21 de febrero de 2001, se publicó la nueva convocatoria, a la cual la recurrente volvió aplicar, al satisfacer ampliamente los requisitos exigidos.


Que, con fecha 12 de septiembre de 2002, la recurrente envía un escrito al Sr. Menjívar, Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos, a través del cual le consulta sobre el estado del concurso.  Recibiendo contestación, el 18 de septiembre del mismo año, tomando conocimiento que la Sra. Abi-Mershed había sido seleccionada para la posición P-5.


Que, la recurrente señala, que el nombramiento de la Sra. Abi-Mershed está rodeado de una serie de irregularidades y detalla, entre otras:

· La emisión de la Directiva No. 01/00 “Administration of the Secretariat of the Inter-American Human Rights Commission”, de fecha 12 de enero de 2000, a través de la cual, según lo indica la recurrente,  la Secretaría General le otorgó a la Comisión mayor autonomía en la elaboración de su presupuesto y en la selección, promoción y nombramiento de sus miembros. La recurrente señala que con la emisión de dicha Directiva, la Secretaría General excedió sus facultades, violando lo establecido en los artículos 54, 55, 59, 113, 120 de la Carta de la OEA, y el artículo 44 de las Normas Generales.  Asimismo, alega que la Comisión es un órgano de la OEA y en consecuencia, para efectuar cualquier tipo de modificación referente a sus facultades se requiere del voto de las dos terceras partes de los Estados Miembros a fin de considerar tal variación dentro de los temas de la Agenda y una mayoría absoluta de los votos de los Estados Miembros para adoptar una Resolución que le conceda a la Comisión tal autoridad.  Por lo anteriormente expuesto, se concluye que según la parte recurrente, debió ser la Asamblea General la que le otorgue a la Comisión dicha autonomía tal y como ocurrió en el caso de la Resolución AG/RES. 1417 (XXVI-0/96).

· En ejercicio de las facultades otorgadas por la Directiva No. 01/00, el anterior Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Embajador Taiana, de forma injustificada canceló el concurso publicado mediante la vacante No. IR/06/00 y por otro lado, en un acto de total injusticia y falta de transparencia, de manera prematura con fecha 20 de noviembre de 2000 (estando suspendida dicho concurso), emitió un Personnel Action Request, por medio del cual solicitó al Departamento de Servicios de Recursos Humanos el nombramiento de la Sra. Abi-Mershed a la posición P-5, informando que existían fondos disponibles para su ascenso programado para el 1 de enero de 2001.

· Asimismo, señala la recurrente, que existió un plan para conseguir el nombramiento de Abi-Mershed, quien obtuvo su primer Law Degree del Washington College of Law at American University, en el cual se encuentran involucradas las siguientes personas:

· El Dr. Robert Goldman, ex - Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, nombrado el  22 de febrero de 1999, quien de manera regular ofrece conferencias en el Washington College of Law at American University.

· El Dr. Dean Grossman, profesor titular del Washington College of Law at American University, quien fuera Segundo Vicepresidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos durante el ejercicio del Dr. Robert Goldman y posteriormente elegido Presidente de la Comisión con fecha 21 de febrero de 2001.

· El Embajador Jorge Taiana, argentino, Ex-Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos durante el periodo del Dr. Goldman.  

· El Sr. Santiago Cantón, argentino, nombrado Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, durante el ejercicio de la Presidencia del Dr. Dean Grossman.

· Por otro lado, la recurrente afirma que la decisión del Comité de Selección, de recomendar a la Sra. Abi-Mershed para la posición P-5, resulta carente de imparcialidad puesto que las personas integrantes de tal Comité no gozaban de neutralidad, tal como es el caso:

· Dr. Robert Goldman, miembro de la CIDH, quien a opinión de la recurrente fue quien firmó la recomendación para el puesto de la Sra. Abi-Mershed.

· Sr. Santiago Cantón, Secretario Ejecutivo de la CIDH.

· Sr. René Gutierrez, Presidente de la Asociación de Personal, quien a criterio de la parte recurrente, debió abstenerse de emitir opinión puesto que recién había asumido dicho cargo y no tenía conocimiento de las acciones realizadas por el anterior Presidente de la Asociación de Personal, Dr. Luis Jiménez, quien manifestó su oposición a la Directiva No. 01/00.

· La parte recurrente señala que la Secretaría General no respetó las disposiciones establecidas en la Regla 112.1 del Reglamento de Personal, la cual describe el procedimiento de audiencia cuando el Secretario General toma una medida administrativa que afecta los derechos de un funcionario y la Regla 112.2 del Reglamento de Personal, que establece el procedimiento de reconsideración.  Ello lo afirma debido a que la recurrente, con fecha 2 de octubre de 2002 solicitó Audiencia y Reconsideración en relación al nombramiento de la Sra. Abi-Mershed y, de acuerdo a la Regla 112.1 (b), dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud, el Secretario General debería haber decidido si la medida se retiraría, se confirmaría o se modificaría. Sin embargo no recibió la notificación de dicha decisión, por el contrario, el 22 de octubre de 2002, se le informó que le habían concedido una audiencia y que se había nombrado a la Dra. McLean como oficial de  Audiencia para dicho caso.

La Audiencia tuvo lugar el 14 de febrero de 2003, y se publicó un informe de la Dra. McLean, el 10 de marzo de 2003, con recomendaciones que no fueron adoptadas por el Secretario General.  El informe de la Dra. McLean refleja que ella encontró una infracción de carácter procesal en la selección de la Sra. Abi-Mershed para el cargo P-5.  Sin embargo, no fue sino hasta el 24 de marzo de 2003, que le informaron, que el Secretario General había decidido confirmar a la Sra. Abi-Mershed en el cargo P-5, más de 5 meses después de la fecha de presentación de su solicitud de Audiencia y Reconsideración de fecha 2 de octubre de 2002.  En consecuencia, no se cumplió con el plazo de veinte días establecido por la Regla de Personal 112.1.  Su primera solicitud de reconsideración de la medida administrativa tomada por el Secretario General con respecto al concurso para el cargo P-5, fue presentada el 2 de octubre de 2002 y reiterada el 26 de febrero de 2003.  El Comité Mixto de Asesoramiento para casos de Reconsideración se reunió en dos oportunidades, el 13 de mayo de 2003 para la primera investigación del caso y la segunda investigación comenzó el 25 de julio de 2003.

· Finalmente, la parte recurrente manifiesta que si bien mantiene su posición de que el Secretario General no tenía facultad para otorgar autonomía parcial a la Comisión en los aspectos anteriormente señalados, al analizar el párrafo 3(a) y 3(e) de la Directiva D-01/00, llegó a la conclusión que el Subcomité, fue indebidamente constituido, puesto que no se cumplió con el procedimiento establecido para la selección y el ascenso de los funcionarios de la Comisión.  Ello lo afirma porque a su entender no hay constancia en los documentos que le facilitaron, de que el Subsecretario de Administración haya nombrado al Director de Recursos Humanos.  Por otro lado, el Subcomité no observó el procedimiento establecido en la Sección II, párrafo 3 (c) y realizó la correspondiente recomendación al Secretario General, a través de la oficina del Secretario General Adjunto.  

b)
Evaluación de Desempeño 2002-2003

Que con fecha 5 de mayo de 2003, el Sr. Mario López, abogado de la Comisión, fue quien le entregó el resultado de su Evaluación de Desempeño 2002-2003, lo cual a su entender constituyó una violación a su derecho a la privacidad.

Que, si bien en dicha Evaluación obtuvo en su mayoría una calificación “1” (cumplió con las expectativas), en el rubro referente a Habilidades Generales, el Sr. Cantón, Secretario Ejecutivo de la CIDH, le otorgó una calificación “2” (no cumplió con las expectativas), manifestando que durante ese periodo presentó dificultades en el análisis jurídico de los casos, así como deficiencias en el manejo del idioma español.

Que, no obstante haber obtenido calificación “1” en lo relativo al trabajo promocional de la Comisión en la Región Caribe, el Secretario Ejecutivo de la CIDH declara que tuvo que nombrar a otro abogado para tal función.

Que, el Secretario Ejecutivo de la CIDH al realizar la  Evaluación de Desempeño no respetó las pautas establecidas en el General Secretariat Administrative Memorando 92.

Que, la Dra. Abi-Mershed y el Dr. Ariel Dulitzki fueron los abogados encargados de revisar su trabajo, formulando una serie de críticas al mismo, debido a la serie de reclamos que ella presentara en torno al nombramiento de la Sra. Abi-Mershed en la posición P-5.

Que, el haber obtenido una calificación “2” constituye un acto arbitrario y discriminatorio por parte del Secretario Ejecutivo de la CIDH, que se contradice con sus Evaluaciones de Desempeño anteriores, en las que siempre obtuvo excelentes comentarios por parte de sus Supervisores.

Que, en lo que respecta al caso específico de las Comunidades Indígenas, ejemplo citado por el Sr. Cantón para explicar la supuesta falta de capacidad jurídica de la recurrente,  resulta a su entender totalmente injusto puesto que fue ella quien elaboró el Informe de Admisibilidad No. 78/00, el cual fue publicado en el Informe Anual de la Comisión del año 2000.

c)
No recomendación para un Contrato Continuo


Que con fecha 6 de septiembre de 2002, el Departamento de Servicios de Recursos Humanos procedió a enviar un correo electrónico a los miembros del personal a través del cual puso en conocimiento que el servicio de carrera había sido abolido y por tal motivo hacía un llamado a los miembros comprendidos dentro del servicio de carrera para aplicar al primer concurso para un Contrato Continuo.


Que, por tal motivo, con fecha 9 de enero de 2003, Relinda Louisy envió un memorando al Sr. Cantón, remitiéndole su aplicación para el Contrato Continuo, así como los documentos que sustentan su solicitud.


Que, a través de memorando de fecha 27 de enero de 2003, el Sr. Cantón le informa a Relinda Louisy su decisión de no recomendarla para un Contrato Continuo.


Que, ante tales circunstancias, la recurrente envía un memorando al Secretario General, el 30 de enero de 2003, a través del cual solicita Audiencia para informarle sobre la negativa del Sr. Cantón de recomendarla para un Contrato Continuo.


Que, el 2 de mayo de 2003, el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos, comunicó a la parte recurrente que el Secretario General, después de analizar las recomendaciones de la Oficial de Audiencia, decidió confirmar la decisión de su supervisor de no recomendarla para recibir el contrato continuo.


Que, al respecto, la recurrente considera que no se cumplió con el plazo de veinte días establecido en la Regla 112.1 (b) del Reglamento de Personal.

Que, con fecha 23 de abril de 2003, la recurrente solicita Reconsideración de su caso de Contratación Continua, la misma que fue concedida.


Que, el 10 de diciembre de 2003, el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos, comunicó a la parte recurrente que el Secretario General había adoptado las recomendaciones del Comité de Reconsideración, y por tanto no sería considerada para un contrato continuo.


Que, a entender de la recurrente, la decisión de la Secretaria General de no recomendarla para el contrato continuo, es arbitraria e injusta y el verdadero motivo de tal decisión radica en el hecho de haber aplicado a la posición P-5 y posteriormente haber criticado el nombramiento de la Sra. Abi-Mershed para tal posición.  Así como también, por  su origen caribeño, raza y edad y por no haber obtenido sus Diplomas de Leyes en la American University.

d)
No renovación de su contrato, con fecha de vencimiento 31 de diciembre de 2003


Que, con fecha 24 de noviembre de 2003, fue notificada que su contrato de tres años de servicio expiraría automáticamente el 31 de diciembre del mismo año.


Que tal decisión resulta arbitraria e injusta dado que desde el 27 de abril de 1992, fecha en la que empezó a laborar en la Organización y durante sus 11 años de servicio, siempre obtuvo en sus evaluaciones de desempeño en promedio una calificación “1”, demostrando de esta manera pleno dominio de su trabajo, así como su capacidad de análisis jurídico.


Que por lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 18 de las Normas Generales y el artículo 104.2 I(a) (iii) del anterior Reglamento de Personal, la recurrente señala que tiene el derecho de no ser separada de la Organización salvo por razones justificadas contempladas en el Capítulo X de dicho Reglamento.

e) Violación a los derechos humanos de la recurrente


Que, la recurrente señala que a raíz de su aplicación a la posición P-5 y a todos los reclamos presentados en torno a dicha vacante, se suscitaron una serie de amenazas y actos de discriminación, maltratos psicológicos y violaciones a sus derechos humanos por parte del Secretario Ejecutivo de la CIDH especialmente.


Que, en tal sentido, no se respetaron sus siguientes derechos:

· Derecho al reconocimiento de su “juridical personality” y de sus derechos civiles

· Derecho a no ser discriminada por su origen caribeño, raza, edad y por no haber asistido al “Washington College of Law at American University”

· Derecho a la igualdad

· Derecho a recibir un trato humanitario y a no ser objeto de tortura ni física ni psicológica

· Derecho a la privacidad

· Derecho a la libertad de pensamiento y de expresión

· Derecho a gozar de un ambiente saludable y el derecho a preservar la salud y el bienestar.

1.2 Petitorio



La Recurrente presenta a la consideración del Tribunal Administrativo las siguientes peticiones concretas:

1. Que se tenga por admitido su recurso.

2. Que sobre la base de lo expresado por la parte recurrente se declare que la Secretaría General actuó de forma arbitraria y ejerciendo abuso de poder al cancelar abruptamente el concurso relativo al Anuncio de Vacante No. IR/06/00.

3. Que se declare la nulidad del concurso por la vacante P-5  debido a que la Secretaría General actuó más allá de sus facultades al emitir la Directiva No.  01-00, por medio de la cual otorgó a la CIDH autonomía parcial en la selección y nombramiento de los miembros del personal, violando de esta manera lo establecido en la en la Carta de la OEA, en las Normas Generales, en el Reglamento de Personal de dicha Organización y en los Tratados Interamericanos de Derechos Humanos.

4. Ordenar a la Secretaría General convocar a un nuevo concurso para la posición P-5 o en su defecto, ordenar a ésta proceda al nombramiento de Relinda Louisy para dicha posición.

5. Declarar que el Secretario General actuó arbitrariamente al no recomendarla para un Contrato Continuo.

6. Ordenar al Secretario General, otorgarle un Contrato Continuo.

7. Declarar que el Secretario General no respetó sus derechos humanos, violando de esta manera lo establecido en los Tratados Interamericanos de Derechos Humanos y otros instrumentos.

8. Transferirla a otro departamento de la OEA. 

9. En el supuesto caso que se acepte la resolución de su contrato, se proceda a su recontratación.

10. Ordenar a la Secretaría General el pago a la recurrente de una indemnización equivalente a tres años de sueldo básico, ello de conformidad con lo establecido en el Artículo IX (2) del Estatuto del Tribunal Administrativo.

11. Ordenar a la Secretaría General el pago a la recurrente de una indemnización por violación al procedimiento establecido en las Normas Generales, entre otras.

12. Ordenar a la Secretaría General otorgarle el mismo seguro médico que gozó durante sus 11 años de servicio en la Organización.

13. Que se imponga a la Secretaría General el pago de los honorarios profesionales del Abogado.

14. Ordenar a la Secretaría General y a la Secretaría Ejecutiva de la CIDH abstenerse de tomar represalias en su contra.

15. Asimismo, solicita a este Tribunal, ordenar a la Secretaría General, efectuar las siguientes modificaciones con relación a las solicitudes de Audiencia y Reconsideración:

a) Establecer un sistema que cuente, en forma permanente con oficiales de audiencia y reconsideración para tratar los asuntos de personal.

b) Analice las normas de procedimiento vigentes dentro de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, y de ser necesario, se presenten enmiendas a la Asamblea General de la OEA, de acuerdo con las disposiciones de la Carta de la OEA. 

c) Examine las normas de procedimiento existentes en el Reglamento de Personal, prepare y adopte nuevas reglas de acuerdo con el punto 2 de esta lista.

d) Preparar lo mencionado en  los apartados 2 y 3 de esta lista, y elaborar normas con estándares similares definidos que regulen los casos de audiencia y reconsideración.

e) Elaborar los puntos 2 y 3 que se mencionan anteriormente, establezca medidas, mecanismos y protecciones que aseguren la transparencia, justicia, igualdad e imparcialidad  en el proceso de selección, nombramiento y ascensos de los miembros del personal de la Secretaría de la OEA.

16. Con el propósito de proteger a aquellos trabajadores de la OEA, quienes desean manifestar su disconformidad con determinadas medidas tomadas por sus Superiores, pero que se sienten intimidados a hacerlo por temor a  posibles represalias y maltratos psicológicos por parte de las autoridades respectivas, la parte recurrente solicita al Tribunal Administrativo ordenar a la Secretaría General adoptar las siguientes acciones:

a) La creación de una Oficina de Mediación, cuya función sea analizar los reclamos presentados por los miembros del personal e informar directamente a la Secretaría General de la OEA, y/o

b) Nombrar a un abogado del Staff, quien se encargue de asistir a los miembros del personal en el trámite de sus reclamos.

c) Establecer una política de “tolerancia cero” a cualquier acto de represalia, discriminación por motivo de raza, edad, sexo, grupo social, acoso y maltrato en el centro de trabajo.

d) Elaborar un Manual Interno a fin de incorporar los estándares internacionales de trabajo y las normas internacionales de trabajo, basado en los Documentos Básicos de Derechos Humanos en las Américas, que reflejen el respeto por la dignidad de los seres humanos.

e) Realizar charlas informativas para los miembros del Personal a fin de promover lo señalado en los puntos a), b) y c) precedentes.

f) Asistir a los miembros del personal que estén siendo objeto de algún tipo de represalias y actos de discriminación.

g) Establecer sanciones para las violaciones de esta nueva política.

2.
Contestación de la Demanda


El  4 de febrero de 2004, el apoderado del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, doctor Rubén Farje, se presentó ante la sede de este Tribunal para contestar en tiempo y forma el recurso interpuesto por la recurrente Relinda Louisy y manifestó inter-alia, lo siguiente:

Que los reclamos de la recurrente carecen de sustento en los hechos y en el derecho y que la sola apreciación objetiva de los hechos lleva a concluir que la parte recurrida, en todos los actos que reclama la parte recurrente, actuó conforme a derecho, es decir, sobre la base de lo dispuesto en el ordenamiento jurídico de la Secretaría General, y de buena fe.

 
2.1
Concurso para el cargo de Especialista Principal 

Que el 21 de  febrero de 2001 el Departamento de Servicios de Recursos Humanos publicó el anuncio de vacante para el cargo de Especialista Principal de nivel P-5 en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Que uno de los requisitos mínimos del cargo fue tener 10 años de experiencia profesional en actividades legales, especialmente en el área del derecho internacional de los derechos humanos. Otro requisito mínimo fue la habilidad para hablar, escribir y leer correctamente tanto en inglés como en español.

Que en respuesta al citado anuncio de vacante se presentaron cinco candidatos, todos miembros del personal de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, incluyendo la recurrente.

Que por medio de memorando del 15 de julio de 2002, dirigido al Secretario General, el Subcomité, por unanimidad, recomendó la selección de la señora Elizabeth Abi-Mershed al cargo de Especialista Principal P-5 conforme al Anuncio de Vacante No. IR/06/01.

Que el 2 de octubre de 2002, la señora Louisy presentó una solicitud de audiencia cuestionando el nombramiento de la señora Abi-Mershed. Que indicó sin agregar prueba alguna, que el Subcomité había infringido “los principios de la justicia natural” y que los miembros del Subcomité, incluyendo el Presidente de la Asociación de Personal, no tenían ni la experiencia ni los conocimientos requeridos para tomar una decisión informada, sin prejuicios y sin discriminar en contra de ella con respecto a la recomendación de la señora Abi-Mershed.

Que el 21 de noviembre de 2002, el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos transmitió a la recurrente todos aquellos documentos solicitados y que no estaban protegidos por el principio de confidencialidad.

Que el 24 de marzo de 2003, el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos informó a la recurrente que el Secretario General, luego de considerar cuidadosamente las recomendaciones de la Oficial de Audiencia, decidió confirmar el nombramiento de la señora  Abi-Mershed  en el cargo de Especialista Principal P-5 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Que el 26 de febrero de 2003, antes de que la Oficial de Audiencia presentara su informe, la recurrente presentó al Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos su solicitud de reconsideración en relación al Concurso para la Vacante al  cargo de Especialista Principal P-5 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (No.IR/06/01).

Que el 10 de diciembre de 2003, el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos comunicó a la recurrente que el Secretario General adoptó las recomendaciones del Comité de Reconsideración  confirmando el nombramiento de la señora  Abi-Mershed  en el cargo de Especialista Principal P-5 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

 
2.2
Evaluación de desempeño

Que en cuanto a las impugnaciones y quejas de la parte recurrente con respecto a sus evaluaciones de desempeño, la parte recurrida presenta pruebas señalando que la recurrente tenía problemas de desempeño profesional, especialmente en los últimos tres años. 

Los hechos y las razones relacionados con la evaluación de la recurrente quedaron registrados en el memorando del Secretario Ejecutivo de la CIDH enviado al Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos el 29 de agosto de 2002, y en el escrito que preparó la Oficial de Audiencia, señora Jane L. Barber Thery.

Que el 8 de enero de 2003, el señor Santiago Cantón, Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y Supervisor de la recurrente,  le informó que había decidido encargarle la versión final de la demanda en el caso Moiwana a otros abogados de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, confirmando la decisión con fecha 25 de junio del mismo año.  

Que por medio de memorando del 27 de febrero de 2003, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos comunicó a la señora Louisy que tenía dudas y preocupaciones con respecto a un proyecto de informe sobre un caso relacionado a las Comunidades Mayas de Belice.

Que el representante de la parte recurrida consigna las manifestaciones del ex-Presidente de la CIDH, señor Robert Goldman, con relación al caso de las Comunidades Mayas de Belice.

Que  el 2 de mayo de 2003, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos completó la Evaluación de Desempeño de la recurrente, correspondiente al periodo 2002-2003.

Que el 16 de mayo de 2003, la recurrente solicita audiencia por la evaluación de desempeño realizada por su supervisor, señor Santiago Cantón, Secretario Ejecutivo de la CIDH, argumentando, entre otras cosas, que infringía el Memorando Administrativo No. 92, que era discriminatoria, y que iba en contra de los principios de la justicia natural.

Que el 26 de junio de 2003, la recurrente presentó una nueva solicitud de audiencia alegando que el Secretario Ejecutivo de la CIDH había criticado su trabajo y su análisis legal, en el caso Moiwana.  Al respecto, el 7 de julio de 2003, el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos le informa a la recurrente que dicha solicitud sería enviada al Comité de Reconsideración.

Que el 26 de noviembre de 2003, el Comité de Reconsideración decidió con relación a la Evaluación de Desempeño de la recurrente lo siguiente:  “[Que] La evaluación del desempeño de la Sra. Louisy quede tal cual la redactó el Secretario Ejecutivo (...)”.

Que el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos informó a la recurrente, por medio de memorando del 10 de diciembre de 2003, que el  Secretario General adoptado la recomendación del Comité de Reconsideración de que su “evaluación de desempeño quede tal cual la redactó el Secretario Ejecutivo”.

 
2.3
Solicitud de la recurrente para el Contrato Continuo

Que el 9 de enero de 2003, conforme al requisito establecido en el artículo 19 (a)(vi) de las Normas Generales, la recurrente solicitó a su Supervisor que la recomendara para la obtención del contrato continuo.

Que el 27 de enero de 2003, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, comunicó a la recurrente que había decidido no recomendarla para recibir el contrato continuo, adjuntando a ese memorando copia del acta de la entrevista de evaluación.

Que el 30 de enero de 2003 la recurrente solicitó audiencia por no haber sido recomendada por su supervisor para el concurso de contrato continuo.  Que, al respecto, el 2 de mayo de 2003, el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos comunicó a la recurrente que el Secretario General, después de considerar cuidadosamente las recomendaciones de la Oficial de Audiencia, había decidido confirmar la decisión de su supervisor de no recomendarla para el concurso de contrato continuo.

Que el 23 de abril de 2003, la recurrente antes de haber sido notificada de la decisión del Secretario General sobre las recomendaciones de la Oficial de Audiencia, solicitó la reconsideración del caso y el 7 de mayo ésta fue remitida al Comité de reconsideración.  Y, que el 10 de diciembre de 2003 el Secretario General había adoptado la recomendación del Comité de Reconsideración en el sentido de no recomendarla para un contrato continuo.

 
2.4
Mediación del Comité de Reconsideración

Que el Secretario Ejecutivo de la CIDH, a fines de lograr una conciliación,  aceptó y ofreció asumir todos los costos relacionados al traslado de la recurrente a la Unidad de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente (UDSMA), por un período de seis meses, es decir, desde el 1 de diciembre de 2003 hasta el 31 de mayo de 2004, donde la recurrente se ocuparía del tema de los derechos humanos y el medio ambiente, ofrecimiento que fue rechazado por ésta, mediante memorando de fecha 4 de noviembre de 2003, en el que a su vez planteó nuevas propuestas que no fueron aceptadas por la Secretaría General.

Que el 21 de noviembre de 2003, el Director del Departamento de Servicios de Recursos Humanos comunicó a la recurrente que su contrato a término fijo no sería extendido después de la fecha de vencimiento el 31 de diciembre de 2003.  Que, ante tales hechos, con fecha 1 de diciembre de 2003, la recurrente presentó una nueva solicitud de audiencia. 

2.5
Los contratos de empleo a término fijo no otorgan el derecho a su renovación y vencen en la fecha estipulada

Que conforme al artículo 20 (a) de las Normas Generales y la Regla de Personal 104.3 (c), el contrato por tiempo limitado no da derecho a su renovación ni a que se convierta en otra clase de nombramiento.

Que la recurrente aceptó por escrito que su contrato era un contrato de término fijo que expiraría automáticamente a su vencimiento, en consecuencia, éste expiró, en virtud de una disposición legal y contractual aceptada mutuamente por las partes. 

Que la decisión de renovar o extender un contrato de empleo a término fijo es una competencia discrecional del Secretario General actuando como Jefe de la Administración y que cuando esta autoridad se ejerce conforme a derecho, no puede ser revisada por la autoridad jurisdiccional.  Que la jurisprudencia reciente del Tribunal confirma el concepto general de que el Secretario General tiene amplios poderes discrecionales para decidir sobre la renovación o vencimiento de un contrato de plazo fijo” (Sentencia 104, Duarte vs. Secretario General.)

2.6
Peticiones

Que por tanto, el Representante de la parte recurrida solicita respetuosamente al Tribunal:

1. Que la tenga por presentada y por respondida en tiempo y forma el recurso interpuesto por la señora Relinda Louisy contra el Secretario General de la Organización de los Estados Americanos;

2. Que se reciban todas las pruebas presentadas como anexos a este escrito de respuesta, y oportunamente sean tenidas en cuenta por el Tribunal;

3. Que se rechace la prueba testimonial ofrecida por la recurrente por incumplir con lo dispuesto en el Reglamento del Tribunal Administrativo;

4. Que se resuelva la desestimación del recurso no haciendo lugar a ninguna de las peticiones de la parte recurrente; y

5. Que si el Tribunal lo considera justificado declare las indemnizaciones previstas en el inciso 5 del Artículo IX del Estatuto del Tribunal.
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El 8 de febrero de 2004, la recurrente, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 34.3 del Reglamento del Tribunal, presentó observaciones a la contestación que hiciera el Representante del Secretario General y sobre el particular manifestó en síntesis:

Que ratificaba cada uno de sus reclamos, solicitando a este Tribunal sean declarados fundados en todos sus extremos.

Que en lo referente a la emisión de la Directiva D-01/00, reitera que la Secretaría General carecía de poder para concederle a la CIDH autonomía parcial en la selección, contratación y ascenso de sus miembros y por tanto, dicho acto constituye una violación a lo establecido en los artículos 54, 55, 59, 113, 120 de la Carta de la OEA y, en el artículo 44 de las Normas Generales de la OEA.

Que en lo que respecta a la competencia por la posición P-5, la cual concluyó con el nombramiento de la Sra. Abi-Mershed, reitera que el Subcomité creado según lo contemplado en la Sección II de la Directiva D-01/00 fue indebidamente constituido y por otro lado, que la decisión de dicho subcomité de nombrar a la Sra. Abi-Mershed es totalmente nula dado que no se siguió el procedimiento establecido en la sección II de la Directiva anteriormente referida.

Que, en la Sección I de la Directiva D-01/00 se establece claramente, que “el Subcomité estará compuesto por 4 miembros principales (I) un miembro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos debidamente nombrado por la propia Comisión (...)”.  Al respecto, la recurrente señala, que tal y como se puede apreciar en la Declaración Jurada del Profesor Robert Goldman, fue el Sr. Cantón quien por encargo del entonces Presidente de la CIDH, Sr. Juan Méndez, le solicitó aceptar el cargo de representante de la Comisión en la conformación de dicho Comité.  Al respecto, la parte recurrente manifiesta que el artículo 2 del Estatuto de la CIDH y el artículo 1 (3) de las Reglas del Procedimiento de la CIDH, establecen que la Comisión está compuesta por 7 miembros. En consecuencia, teniéndose en cuenta que la Comisión, según lo afirma la recurrente, toma decisiones por unanimidad o por mayoría de sus miembros, desea tener la certeza si la decisión tomada por el entonces Presidente de la CIDH de designar al Profesor Goldman para dicho cargo, fue una decisión personal o fue un acuerdo tomado dentro de la propia Comisión, ello  debido a que de la Declaración Jurada del Profesor Goldman, no se puede extraer esa información

Que, en lo referente a la violación de sus derechos humanos, se ratifica en todo lo afirmado, destacando una vez más que la Secretaría General actuó de manera arbitraria y discriminatoria, violando su derecho a un justo y debido proceso, puesto que no le facilitó todos los documentos e información que ella necesitaba para la preparación de sus solicitudes de audiencia y de reconsideración.

Que, a fojas 1183 del expediente se puede apreciar la Aplicación de la Sra. Abi-Mershed a la posición P-5, en la cual figuran como sus referencias el Profesor Robert K. Goldman y el Sr. Carlos Ayala Corao, habiendo sido el Profesor Goldman, en su calidad de miembro del Subcomité, una de las personas que firmó el memorando de fecha 15 de julio de 2002, recomendando ante la Secretaria General a la Sra. Abi-Mershed para que ocupe ese puesto. Y, en consecuencia, el Profesor Goldman debió abstenerse al formular tal recomendación puesto que no  puede ser juez y parte al mismo tiempo.

Que, ratifica la discriminación racial de la que fue víctima dentro de la Comisión Interamericana de Derechos, señalando que no fue considerada para la posición P-5 por su origen Caribeño, su edad y por no haber obtenido sus Títulos de Leyes de la American University, ello a pesar de ser la más calificada para dicho puesto.
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El 27 de febrero de 2004, el apoderado del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, doctor Rubén Farje, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 34 numeral 5 del Reglamento del Tribunal, presentó comentarios a las observaciones planteadas por la parte recurrente, señalando lo siguiente:

Que, la parte recurrida ratifica los argumentos expresados en su contestación, en torno a la legalidad y validez jurídica de la Directiva 01/00 y la creación del subcomité, manifestando lo siguiente:

· La creación de un Subcomité no infringe ni la Carta de la OEA ni la Convención Interamericana de Derechos Humanos;

· La constitución de un subcomité asesor integrado sólo por un miembro de la CIDH no representa la delegación de la facultad de nombramiento de los funcionarios parte del Secretario General prevista en el artículo 113 de la Carta de la OEA;

· Ni la Carta de la OEA ni la Convención Interamericana de Derechos Humanos prohíbe la participación de un miembro de la CIDH en un subcomité asesor de selección;

· Las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General  no restringen la autoridad del Secretario General para crear subcomités;

· La creación de un subcomité no elimina las garantías del sistema de selección y ascensos dentro de la Secretaría General.

Que, la parte recurrente deberá comprender que la acción que le podía corresponder para cuestionar la Directiva 01/00 ya prescribió, puesto que ha sido ejercida  dos años y medio después de su emisión.

Que el Subcomité fue constituido en forma apropiada y estuvo conformado por personas idóneas y que, de acuerdo a su criterio, formularon la mejor recomendación.

Que la designación del señor Robert Goldman para participar en el Subcomité en representación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), fue aprobada por la CIDH y se realizó de manera transparente.

Que la Secretaría General, por medio del Departamento de Servicios de Recursos Humanos cumplió con facilitarle a la recurrente, todos aquellos documentos que solicitó en su oportunidad y que no eran de naturaleza confidencial, teniendo en cuenta el interés de las otras personas involucradas.

Que las alegaciones de discriminaciones de la recurrente, en base a su origen y a su edad, en contra de algunos miembros del Subcomité, de algunos ex - miembros de la CIDH, de algunos funcionarios y ex - funcionarios de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH carecen de fundamento, limitándose a formular una serie de acusaciones de discriminación sin probarlas.

Que, al respecto, tanto los oficiales de audiencia, como el Comité de Reconsideración confirmaron que no había existido la supuesta discriminación que la recurrente alega y por tanto las decisiones de la Secretaría Ejecutiva fueron adoptadas en base a fundamentos que nada tuvieron que ver con supuestas discriminaciones.

Que, todas las decisiones adoptadas por la Secretaría General en relación a la recurrente estuvieron fundamentadas en el ordenamiento jurídico de la Secretaría General, actuando de buena fe, tal como quedó demostrado en su escrito de respuesta.

Que la recurrente continúa insistiendo en que era la mejor candidata para el Concurso No. IR/06/01, sin embargo debe entender que tanto el Comité de Selección y su Subcomité, y el Secretario General tuvieron una opinión distinta, la cual estuvo suficientemente fundamentada.

Que, las alegaciones de discriminación de la recurrente, en base a su origen, en contra de la Secretaría General, carecen de fundamento y que nunca antes durantes sus años de servicios en esta Organización, expresó las quejas que ahora trae frente a este Tribunal.  Que, la recurrente nunca antes afirmó que la Secretaría General piensa que la gente del Caribe afro descendiente no puede razonar o escribir y que si esa era su posición debió exteriorizarla y presentarla ante la Asociación de Personal y eso nunca lo hizo. 

Que, por otro lado, el mayor o menor número de funcionarios en la Secretaría General de origen caribeño o afro descendientes no representa necesariamente que exista discriminación, y ello queda demostrado con la simple observación del Registro de Personal de la Secretaría General (a fojas 1571 del expediente), en cual se puede apreciar que entre los altos cargos dentro de la Secretaría General, varios son ocupados por funcionarios del Caribe.

Que, en tal sentido, el apoderado de la Secretaria General, formula las siguientes peticiones:

· Que se le tenga por presentado a mérito del poder ya agregado en dicho recurso, y por respondidas en tiempo y forma las observaciones que la señora Relinda Louisy formuló respecto al escrito de respuesta;

· Que se tenga por reiterado y ratificado el contenido íntegro del escrito de respuesta ya presentado;

· Que se reciban las pruebas presentadas como anexos a su escrito de comentarios, y que oportunamente sean tenidas en cuenta por este Tribunal;

· Que se resuelva la desestimación del recurso interpuesto por la recurrente, no haciendo lugar a ninguna de las peticiones formuladas por dicha parte; y

· Que si el Tribunal lo considera justificado declare las indemnizaciones previstas en el inciso 5 del artículo IX del Estatuto del Tribunal.
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Las partes en el presente recurso y en virtud de lo dispuesto en la Resolución 347 (LI-O/03) “Diligencias para Mejor Proveer”, presentaron sus correspondientes argumentos finales sobe la prueba escrita. Con fechas 13 y 14 de mayo del 2004 el Tribunal tomó declaraciones a los testigos, de acuerdo al siguiente orden: Dra. Cristina Cerna, Especialista Principal de Derechos Humanos; Dra. Bertha Santoscoy, Directora, Oficina de la Secretaría de la OEA en República Dominicana; Dra. Raquel Poitevien, ex funcionaria de la OEA; Dr. Robert Goldman, ex miembro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; Dr. Santiago Cantón, Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; Dr. Ariel Dulitzky, Abogado Principal en la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Y se concluyó con la declaración presentada por la experta Phd. Noa Davenport, siendo interrogados por ambas partes y por el Tribunal. Con fecha 15 de mayo de 2004 se escucharon sus argumentos orales y con fecha 15 de mayo de 2004 se recibieron sus alegatos finales.

De todo ello resulta, a criterio del Tribunal:

II.

 
6.  El trato a la recurrente en la Comisión por supuestas intrigas en su contra

 
El trato recibido por  la actora en la Comisión, desde 2001, es parte principal de su reclamo en el argumento final oral, señalando además que los testigos que propuso y otros, como ella, se han visto excluidos de la Comisión por prácticas que imputa a varios funcionarios de la Comisión a partir de 2001. 

 
Considera que hay un trato sistemático (pattern) de discriminación y persecución, y conflicto de interés por la participación de los simpatizantes de las ONGs y de ex miembros de ellas en la Comisión. 

6.1
Las relaciones entre la Comisión y una universidad local

Cuestiona también que dos miembros de la Comisión provienen de determinada Universidad en Washington y traigan, supuestamente de allí, a nuevos profesionales a la Comisión. La parte actora fue muy insistente en el tema de la red de conexiones que existe entre egresados de dicha Universidad y la Comisión, ambas con sede en Washington D.C.

Si bien es evidente que aparecen muchos lazos entre ambas instituciones, especialmente a través de personas que realizan algún tipo de tarea en las dos, el Tribunal no advierte nada ilegal. 

No se ha demostrado a criterio de este Tribunal, al menos a tenor de la prueba y testimonios de diversa índole producidos en autos, no obstante la intensa línea de cuestionamiento seguida en este sentido por el representante de la actora. 

6.2
El caso del borrador de la actora rechazado por la Comisión en cuanto a la calidad de su trabajo

Se sostiene que el trabajo en borrador que ella entregó a sus superiores en uno de los casos, y que fue elevado a la Comisión y rechazado por ésta, era un borrador que no tenía la finalidad de ser presentado a la Comisión; que fue entregado al superior a título meramente informativo. 

El funcionario que supervisó su trabajo en forma directa dice que en realidad él lo revisó, sugirió cambios a la parte actora, quien no los introdujo a satisfacción y entonces, en consulta con su propio superior, la Secretaría no tuvo más remedio que someter el caso a la Comisión con el resultado conocido. 

La actora cuestiona si se elevó el primer informe o el segundo, pero no agrega que el primero no estaba listo para ser presentado, señalando mala intención de parte de su supervisor. 

La pregunta es entonces: ¿para qué entrega a un superior un borrador que no está listo para ser considerado, eventualmente aprobado o rechazado? Si un borrador no está listo, simplemente no se puede entregar ni dar a un superior para su análisis, ni siquiera pretendiendo que lo es sólo «a título informativo». 

La parte actora no cuestiona que la Comisión haya rechazado con razón y en términos severos un documento suyo, sólo que era el primero y no el segundo el que correspondía. 

6.3
La cantidad de su trabajo

La actora no objetó que realizaba mucha menos cantidad de trabajo profesional en comparación con sus colegas, ni siquiera ante una pregunta directa del Tribunal que fue objetada por su representante en el debate final, sin respuesta por parte de ella. 

6.4
Presencia de demasiados Argentinos en la Secretaría de la CIDH

Sobre el tema de la presencia de Argentinos en la Comisión la demandante señala lo que considera un excesivo número de funcionarios de una determinada nacionalidad. Analizada la prueba solo tres de ese país, sobre 23, están contratados a tiempo continuo, corto o largo plazo, en tanto dos tienen cargos de confianza. Hay países que tienen mayor cantidad de funcionarios de su nacionalidad en la Comisión. 

El Tribunal no encuentra que el número de funcionarios de determinada nacionalidad, en el presente caso, sea excesivo ni menos de pie, per se, a una supuesta discriminación en perjuicio de la actora. 

6.5
El caso de la AMIA
Cuestiona la parte actora que la Comisión supervise el caso judicial que tramita con motivo del caso de la AMIA, contratando un profesional en Buenos Aires para seguir el caso y a un ex miembro de la Comisión para supervisarlo. 

En autos quedó demostrado que esta supervisión se realiza a pedido del gobierno de Argentina, pero aunque no hubiera existido tal pedido de todos modos no parece en modo alguno algo irrazonable, dada su importancia. 

A juicio del Tribunal, lo que la parte demandada señala, es una cierta insensibilidad hacia las víctimas de derechos humanos que por su propio trabajo debía proteger. 

6.6
La violación de su personalidad jurídica

Desde su escrito inicial la actora introduce el concepto de que se ha violado su personalidad jurídica, concepto que mantiene posteriormente. A juicio del Tribunal, resulta una alegación cuestionable de quien se define como abogado senior experto en derechos humanos.

6.7
Presencia de demasiados jóvenes en la Secretaría de la CIDH

Cuestiona la actora a las personas que fueron encargadas de la supervisión de su trabajo, que tuvieran menor edad que ella, y a juicio de ella menos experiencia. 

Sin embargo las calificaciones personales y experiencia de las personas cuestionadas parecen prima facie satisfactorias y en todo caso no se advierte que un dependiente pueda negar a la administración su capacidad de supervisión por considerar que quienes los han designado han preferido indebidamente sus habilidades por sobre las propias. 

No parece una razonable apreciación del valor que la antigüedad debe tener en la administración. El Secretario General tiene el derecho de nombrar en puestos de confianza a las personas en las cuales él confía.

6.8
La carga de trabajo comparativa

La demandada señaló también la extraordinaria carga de trabajo que deben asumir otros profesionales, por la insuficiente o ineficiente colaboración prestada por profesionales como la actora. Sostiene que la posición de la actora es injusta, en detrimento de sus colegas y de la eficiencia de la organización.

La carga de casos de la actora fue enfáticamente destacada por la demandada, como sumamente desigual con la de los demás funcionarios que ella cuestiona. Ese argumento no fue contestado ni considerado por la actora, ni siquiera cuando fuera nuevamente interrogada al respecto, esta vez por un miembro del Tribunal en el alegato oral final.

6.9
El concurso que no ganó y cuestiona. Sus idiomas

Sostiene la actora que sus reclamos son siete, pero en verdad parecen muchos más. 

Cuestiona no haber ganado un concurso, en que salió quinta; cuestiona a la persona que resultó primera y fue designada; cuestiona que se ponga a esa persona en funciones mientras está tramitando su reclamo, etc. Cuestiona muchos hechos, menos que tenía poco trabajo y que al menos uno de ellos no era de calidad aceptable por los miembros de la Comisión. 

No explica tampoco satisfactoriamente, a juicio del Tribunal, uno de los argumentos por el cual se la consideró en quinto lugar en el concurso. La vacante fue llamada para personas que hablaran Inglés y Español, porque el 90 por ciento de las denuncias ante la Comisión son en español, contra países de habla hispana. Sin embargo, las habilidades de la actora no han sido comprobadas satisfactoriamente al Tribunal. 

En  todo caso, si la posición requiere conocimiento del castellano, lo que en el caso parece razonable, no puede un candidato a ese puesto negarse a emplear la lengua y sostener que ello no es materia sujeta a debate en estos actuados. 

El hecho de no poder satisfactoriamente hablar en castellano se comprobó que no pudo contestar una pregunta del Tribunal. Eso, de parte de quien se queja que otro haya ganado el concurso en que se requería conocer dicho idioma, y saliera en quinto lugar en el orden de méritos.

Su abogado ha dicho que la actora conoce el castellano y dice que lo acreditó documentalmente,  no siendo ello materia del presente juicio. 

En cambio en su alegato oral dijo otra cosa, que en realidad a su juicio no hace falta saber los dos idiomas porque afirma que «todo» se traduce en la OEA. 

La actora y su representante compartieron por mitades el alegato oral en la primera y segunda presentación. Sin embargo ante una pregunta en castellano a la actora en causa propia por uno de los miembros del Tribunal, su co-letrado objetó esa línea de preguntas.

No son hechos que contribuyan a convencer al Tribunal que la cuestión de los idiomas haya sido tomada arbitrariamente por la administración.

6.10
La postergación del concurso

Todo lo dicho no implica que el Tribunal no advierta que la actora destaca acertadamente la llamativa postergación del concurso en cuestión, por el tiempo suficiente para que la persona finalmente ganadora tuviera la antigüedad requerida por el llamado. 

Pero el resultado del concurso y el desempeño tanto de la persona ganadora como de la que ahora la impugna, no hace sino confirmar que la decisión final no fue esencialmente injusta ni contraria a los intereses de la organización, ni hubiera cambiado su resultado en lo que hace a la reclamante si se hubiera procedido de manera diversa. Ella no hubiera ganado el concurso aunque se realizara con anterioridad, porque simplemente no reunía al menos una de las condiciones requeridas por el llamado, lo que no parece en modo alguno irrazonable en la especie.

6.11
Su pedido de contrato continuado
Su pedido de un contrato continuo, cuando en realidad no satisface su desempeño en la función, en calidad ni cantidad, no parece pues irrazonablemente rechazado. A ello contribuyen las demás razones que se exponen en esta sentencia con respecto a sus demás peticiones.

6.12 No renovación del contrato

Cuestiona la actora que no se haya renovado su contrato una vez vencido el plazo. 

Invoca hostigamiento institucional, arbitrariedad, discriminación, etc. 

En realidad la justificada insatisfacción general de la organización con su desempeño profesional y personal es la causa común tanto de que no ganara el concurso, como que no se la admitiera a un contrato continuo, como que no se renovara su contrato. 

En cuanto al posible balance que su no renovación contractual podría provocar respecto al Artículo 120 de la Carta de la OEA, él ha sido adecuadamente resuelto por las siguientes contrataciones de la Secretaría General. 

6.13 
El alegado “mobbing” 

Tampoco considera el Tribunal que se haya podido configurar, en la prueba producida por la parte actora, “mobbing” como ella pretende. 

Su experto de parte señala que basa sus conclusiones en las alegaciones de la parte actora y breves encuentros con algunos de los propios testigos de ella, sin haber accedido a la documentación y testigos de la parte demandada, cuyo idioma por lo demás desconoce y no puede leer. 

Además, ella misma reconoce en su obra (ofrecida y agregada en autos, cuya parte pertinente fue leída por un miembro del Tribunal para introducirla al expediente) que se trata de una tesis de lege ferenda, destinada expresamente a los legisladores y no a los operadores del derecho, y que no existen normas ni precedentes en el sentido que propone. 

El Tribunal estimaba ex ante que la prueba resultaría probablemente inconducente, visto el contenido del libro, y trató de persuadir al representante de la actora acerca de la inconveniencia de producir ese testimonio experto. 

Sólo ante su insistencia y para darle la mayor latitud posible en el ejercicio de su derecho de defensa se procedió a tomarle el testimonio, con el resultado conocido. 

El problema adicional es que insistir en que se produzca prueba que es  inconducente, de una testigo experto que la actora sabe que sólo ha tenido acceso a documentación y testigos de la parte actora y no de la parte demandada, descalifica al testigo «experto» y a la parte que la produce como prueba respecto de su trabajo profesional y las condiciones en que a su juicio lo desempeñó. 

Ello refuerza la posición de la demandada en cuanto a la insatisfacción de su trabajo a criterio de la Comisión y sus superiores. La propia actora se encarga de demostrarlo hasta en el propio juicio que ella inicia.

6.14
Inexistencia de discriminación, persecución, etc.

El Tribunal no encuentra que surja de la prueba producida ninguna humillación, persecución, discriminación, etc., en perjuicio de la peticionante, sino que sus dificultades son el resultado natural de su virtual imposibilidad de adaptación a una concepción contemporánea más evolucionada de funcionamiento del viejo sistema interamericano de derechos humanos, a más de deficiencias en la calidad de su trabajo profesional. 

La actora insiste reiteradamente que está inscripta en diversas jurisdicciones para actuar como abogada, pero cualquier abogado sabe que la inscripción en los registros pertinentes no es prueba de la capacidad sino de la aptitud legal para ejercer la profesión, tal como le respondió la parte recurrida.

Todos sabemos, además, que en un mundo cambiante es indispensable la constante actualización y ampliación de nuestros conocimientos y habilidades profesionales. Haberse recibido y estar inscripto no es suficiente para demostrar que se es apto para una determinada tarea profesional. Hay que demostrarlo además con el trabajo.

Los testigos y affidavits de la demandada corroboran todos estos puntos de vista contrarios a las alegaciones de la actora. Todos ellos son profesionales destacados y con importante tradición profesional en el campo de los derechos humanos. Sus afirmaciones respecto a la parte actora resultan creíbles y convincentes para este Tribunal.

6.15 
Insinuaciones de la actora. Supuestas confabulaciones y propuestas de cambios 

Se han alegado e insinuado, pero no probado, numerosas supuestas deficiencias del funcionamiento actual del sistema, incluso en el plano organizacional y hasta personal, a juicio de la parte actora. El Tribunal no encuentra, de la prueba producida en autos, elementos fácticos suficientes o adecuados para formular el juicio crítico que se le pide respecto de las actividades internas de la Secretaría Ejecutiva,  las vinculaciones de algunos de sus miembros con universidades locales, sus vínculos recíprocos, etc. 

La Comisión y la Secretaría Ejecutiva habrán de estar seguramente atenta a seguir perfeccionando sus métodos y su organización para hacer frente a los constantes cambios que la realidad le impone, y es posible que nuevos casos se presenten en los que se reiteren, con nuevas pruebas, alegaciones como las aquí levantadas sin éxito: el conflicto no se resuelve definitivamente, por cierto, con el presente caso. 

La parte actora pide que no se apliquen medidas persecutorias a los testigos que la apoyaron y aún trabajan en la Comisión. Seguramente que su formación jurídica le debería indicar que no tiene legitimación procesal para pedir una suerte de medida de no innovar genérica para terceras personas que no han sido parte en el juicio.

También solicita que el Tribunal ordene una revisión de las reglas y reglamentos, la creación de un ombudsman, la reforma de todo el procedimiento de la OEA, etc.  

Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, el Tribunal desea resaltar la necesidad de que los Directores y el personal con capacidad de supervisión dentro de la OEA, faciliten un clima propicio que conduzca a mantener las buenas relaciones de trabajo y permitan mantener el adecuado nivel profesional y humano. 

El Tribunal no puede menos que coincidir en que la institución del ombudsman es conveniente en cualquier organización, y que ella complementaría adecuadamente los órganos existentes en la OEA. 

Pero todo ello se halla fuera del marco judicial de la presente causa, en la que el Tribunal no encuentra elementos de hecho o de derecho que justifiquen las alegaciones ni los pedidos de la parte recurrente, ni permitan, solamente a raíz del presente caso, formular recomendaciones de carácter general.

De resolverse la creación de un ombusman para toda la organización, e incluso un ombudsman jurisdiccional para el Tribunal, de ello no resultarían sino beneficios para la organización y sus fines, como así también para sus agentes y para las víctimas de derechos humanos. Pero ello no le da la razón a la actora en sus múltiples peticiones respecto a su desvinculación profesional de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA


7. El cambio normativo de 2001 y  su implementación: discreción de la CIDH y del Secretario Ejecutivo.

 
Este caso presenta un interesante conflicto de adaptación a los cambios normativos y organizacionales de una entidad  que forma parte del sistema interamericano de derechos humanos.

 
La parte actora cuestiona específicamente la Directiva D-01/00 del Secretario General de la OEA, como dictada sin competencia (ultra vires), al dar una cierta autonomía administrativa a la CIDH. 

 
Tanto la Corte como la CIDH cambiaron sus reglamentos en el año 2000 y siguientes, los que comenzaron a entrar en vigor en 2001, y en ese año de 2001 además la Comisión comienza a implementar los cambios operacionales que derivan de la nueva normativa. De acuerdo al testimonio de uno de los ex miembros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, estos cambios operativos tenían por objeto encuadrarse más adecuadamente en el cumplimiento de los fines de la Convención Americana de Derechos Humano, y no significaron entonces cambios normativos respecto de ella, sino de su más eficaz aplicación. 

 
Los cambios normativos y operativos producidos en el funcionamiento u operación del sistema interamericano de derechos humanos, entre otros aspectos, fueron los siguientes: 

1°) La Comisión presenta ante la Corte la casi totalidad de los casos en que realiza el informe del artículo 50 y el país no efectúa los cambios propuestos o brinda respuestas satisfactorias. 

2°) Las víctimas y sus representantes directos o indirectos tienen legitimación directa para defender su caso ante la Corte, con independencia de la Comisión. 

3°) Las ONGs tienen participación activa en el sistema interamericano de defensa de los derechos humanos.

4°) Se consagra la delegación dentro de la Comisión. 

5°) Aumenta sensiblemente el número de casos tramitados en la Corte y la Comisión. 

6°) Para ello se introducen nuevos modos de trabajo en equipo, se incorporan nuevos abogados, se aumenta la carga de trabajo litigioso. 

7°) La mayor cantidad de casos acarrea una mayor cantidad de plazos procesales que deben ineludiblemente cumplirse y que los abogados deben satisfacer para desempeñar eficazmente tales nuevas funciones. 

8°) Estos cambios pueden ser resumidos en las palabras del mismo testigo,  que señala que la Comisión funciona ahora como un estudio jurídico (de interés público, claro está), mas que como una organización administrativa tradicional.

7.1
El resultado de los cambios normativos y nuevas metodologías de trabajo

Este Tribunal entiende que algunas personas no se encuentren cómodas en ese nuevo rol profesional, y busquen un nuevo lugar en la organización o dejen la Comisión y la OEA por su propia voluntad o, hasta, no se les renueve su contrato a la fecha de su vencimiento en caso de no adaptar sus habilidades profesionales a los requerimientos de la realidad y las normas actuales.

En base a la prueba producida en autos, en este caso al menos el Tribunal no encuentra que estos cambios respondan a finalidades desviadas o discriminatorias ni de menoscabo personal, sino por el contrario surgen de una toma de conciencia organizacional de la necesidad de intentar preservar los derechos y las vidas de las víctimas de violaciones de derechos humanos en el hemisferio. 

Los testigos de la parte actora cuestionan el nuevo sistema y defienden el viejo, y parece desprenderse de sus declaraciones que pretenden que la CIDH acepte y mantenga los antiguos standards de los funcionarios tradicionales olvidando el marco de su competencia para una mejor protección de los derechos humanos en el hemisferio. 

Tienen derecho como ciudadanos a discrepar con el sistema, pero si trabajan desde adentro del sistema no pueden contradecir los principios que lo informan. 

7.2
La demandante pretende cuestionar el sistema interamericano de derechos humanos

La actora llega a cuestionar a toda la Comisión en su eficacia interamericana en base a los argumentos que la actora utiliza para acusar supuestas o reales falencias del funcionamiento interno de ella.

De la prueba producida surge ciertamente la dificultad teórica y práctica de adaptación que tuvieron algunas personas formadas en el esquema clásico de tutela de los derechos humanos, en que los Estados tenían un rol privilegiado, al sistema actual.

Existe alguna controversia entre los testigos en el sentido de si las nuevas normas vigentes desde 2001 modifican o simplemente mejoran la aplicación del esquema básico de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pero en todo caso no hay duda que se registra un notable incremento en el número de casos tanto en la Comisión como en la Corte  y un procedimiento más ágil y efectivo de tramitación de las causas. 

La parte actora y sus testigos cuestionan en la práctica los efectos del cambio normativo introducido desde 2001 en múltiples aspectos que se observan en la experiencia cotidiana de la Comisión. 

7.3 
Las víctimas y el sistema de los funcionarios que las defienden

El Tribunal no deja de advertir que algunos de los funcionarios y ex funcionarios que han testificado a favor de la parte actora, y ella misma, parecen a veces mucho más preocupados por sus propios derechos que por los derechos de las víctimas que tienen o han tenido por deber defender y representar. La insensibilidad de argumentar en contra del caso de la AMIA es una prueba de ello.

En el caso específico de la actora,  su propia conducta durante el juicio no le resulta favorable en muchos aspectos. Ya se han señalado algunos. Pero cabe agregar ahora que el Tribunal observa que ha estado conversando constantemente con su apoderado mientras se realizaba el debate oral final, recibiendo varias indicaciones de la desaprobación del Tribunal. No parece el comportamiento adecuado de una persona que coopera con la institución, ni respeta la organización a la que dice desearía seguir perteneciendo. 

7.4
 Otras jurisdicciones

El abogado de la parte actora va un poco más allá en todo esto, e invoca normas y prácticas de la jurisdicción local de la sede del Tribunal, que no es la del propio Tribunal. No parece necesario sobreabundar en que ese no es el derecho vigente en la Comisión IDH ni en la OEA en general, ni en este Tribunal, sin entrar a opinar sobre el acierto o desacierto de la forma en que invoca e interpreta el derecho local, materia extraña a estos actuados.


En virtud de lo expuesto, con fundamento en el artículo II de su Estatuto, el Tribunal, por unanimidad de votos,

RESUELVE:

1. 
Declarar sin lugar la solicitud de la recurrente en el presente recurso.

2. 
Tener presente lo demás expuesto.

3. 
Declarar que los gastos y costas procesales sean asumidos por cada una de las partes.

Notifíquese, 

Washington, D.C. 18 de  mayo de 2004. 

Juez Lionel Alain Dupuis

Presidente

Juez Agustín Gordillo



Juez Alma Montenegro de Fletcher

Reinaldo Rodríguez Gallad

Secretario
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�  Actas y Documentos, Volumen II, p. 12 


�  Actas y documentos, Volumen I, p.40 


�   Además de la disposición transitoria, el Consejo Permanente aprobó los procedimientos  para la elección 


    de los primeros miembros del Tribunal Administrativo de la OEA (CP/doc. 137/71).


�   Artículo II, numeral 1 del Estatuto del Tribunal.


�   Artículo II, numeral 4 del Estatuto del Tribunal Administrativo de la OEA


�  Artículo I del Estatuto del Tribunal Administrativo de la OEA.


� El juez Albert NJ Matthew fue elegido por aclamación por el Consejo Permanente en su sesión ordinaria celebrada el 17 de Noviembre del 2003.


� El juez José Antonio Arze Aguirre fue elegido por aclamación por el Consejo Permanente en su sesión ordinaria celebrada el 4 de Febrero del 2004.


� Regla 110.7  a) Salvo lo dispuesto en el párrafo (d) de esta Regla, los funcionarios cuyos servicios se den por terminados recibirán indemnización conforme a la siguiente escala: Años completados de servicios en la Secretaría General: 9 o más, los demás miembros del personal: 8. b) la indemnización será calculada sobre la base del sueldo en la fecha de terminación de los servicios.


�  La Asamblea General, mediante las resoluciones AG/RES. 331 (VIII-O/78); AG/RES. 1452 (XXVII-           


   O/97); AG/RES. 1586 (XXVIII-O/98); AG/RES. 1669 (XXIX-O/99) y AG/RES. 1839 (XXXI-O/01),   


   estableció lineamientos específicos para la preparación del informe anual de los órganos, organismos y 


   entidades de la Organización.  


� Regla 110.7  a) Salvo lo dispuesto en el párrafo (d) de esta Regla, los funcionarios cuyos servicios se den por terminados recibirán indemnización conforme a la siguiente escala: Años completados de servicios en la Secretaría General: 9 o más, los demás miembros del personal: 8. b) la indemnización será calculada sobre la base del sueldo en la fecha de terminación de los servicios.


� Véase: Caso Patricio Duarte, Sentencia 104, (1989); caso  Horacio Palmieri, Sentencia 106, (1990); caso   Norma Repetto de Dulce vs. Secretario General, Sentencia No. 111,  (1990)


� La recurrente en su nota enviada el Director del Departamento de Servicios de recursos Humanos en su párrafo final señala textualmente: “Ruego a Usted me comunique la decisión de la Secretaría General en torno a los puntos objeto de esta consulta a mi domicilio o a la oficina de la Secretaría de Junín 1940, Buenos Aires, antes del día 30 de este mes. De lo contrario, deberé considerarme despedida desde ese día.


� Artículo 63 de las Normas Generales:  Derecho de Audiencia: Todo miembro del personal tendrá derecho a ser oído respecto a la aplicación de medidas disciplinarias u otras de carácter administrativo que afecten sus intereses.


Artículo 64:  Derecho de Reconsideración:  Todo miembro tendrá derecho a solicitar del Secretario General la reconsideración de cualquier medida disciplinaria adoptada contra él o de medidas administrativas respecto de las cuales alegue incumplimiento de las condiciones establecidas en su nombramiento o de cualquier disposición pertinente de las presentes Normas Generales o del Reglamento de Personal.


Artículo 66:  Recurso ante el Tribunal Administrativo: Agotados los procedimientos establecidos en estas Normas y en las demás disposiciones vigentes de la Secretaría General, la parte interesada que se considere perjudicada tendrá derecho a recurrir al Tribunal Administrativo de la Organización, de conformidad con lo establecido en el Estatuto de dicho Tribunal.


� Regla 112.1 establece que: Antes de que el Secretario General dicte su decisión definitiva respecto de una medida de carácter administrativo que afecte los intereses de un funcionario, éste tiene derecho a ser oído y para el efecto se aplicará el siguiente procedimiento: a) El interesado, dentro de los 15 días siguientes a la fecha en que hubiese recibido la notificación de la medida que afecte sus intereses, podrá explicar por escrito al Secretario General las razones por las cuales considera que la medida tomada por éste no se justifica. ......


� La petición de audiencia presentada por la recurrente el 9 de junio de 2003, aparece inserta en el expediente del folio 64 al folio 69.


� Artículo 23 Normas Generales para el funcionamiento de la Secretaría General  “El personal de apoyo Temporario es contratado para el único propósito de brindar servicios de apoyo a proyectos temporarios, misiones de observación y otras actividades temporarias cumplidas por la Secretaría General en los Estados Miembros.  Este personal será contratado localmente y, en la medida de lo posible, de acuerdo con las condiciones del lugar en el cual deba desempeñar sus funciones”.   El artículo enumera las disposiciones especiales sobre sueldos y beneficios que rigen para este personal local. 


� Regla 194.18 del Reglamento de Personal regula los derechos y obligaciones del personal local e indica que el Secretario General especificará con mayor detalle tales derechos mediante Orden Ejecutiva.


� Artículo 17 (b) de las Normas Generales  “...personas contratadas para suministrar productos o servicios a la Secretaría General, de acuerdo con contratos por resultado (también denominados CPR), son contratistas independientes.  No son miembros del personal, ni personal, ni empleados de la Secretaría. General.  El contrato por resultado no crea una relación de empleo entre la Secretaría General y la persona”.


� Artículo 71. Fondo Regular ..El Servicio de Carrera únicamente podrá ser financiado por el Fondo Regular de la Organización.


� Regla 103.11.  Los miembros del personal que no hayan recibido los subsidios, primas u otros pagos a que tengan derecho sólo podrán obtenerlos con efecto retroactivo desde la fecha en que pudieran haber podido reclamarlos, si hacen valer sus derechos, por escrito, dentro de los siguientes plazos: i) En caso de supresión o modificación de la disposición del Reglamento que rija el derecho pertinente, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de tal supresión o modificación.  ii) en todos los demás casos, dentro del año siguiente a la fecha en que el miembro del personal hubiera adquirido el derecho a tal beneficio.


� Regla 104.1. Modalidades de empleo: (a) El empleo en la Secretaría General se hará de acuerdo con alguna de las siguientes modalidades: (v) Personal de apoyo Temporario, conforme a la Regla 104.19, contratado localmente y, en la medida de lo posible, de acuerdo con las condiciones de lugar en el cual deba desempeñar sus funciones, para el único propósito de brindar servicios de apoyo a proyectos temporarios, misiones de observación y otras actividades temporarias cumplidas por la Secretaría General en los Estados miembros.  


� Regla 103.11.  Retroactividad de los pagos.  Los funcionarios que no hayan recibido los subsidios, primas u otros pagos a que tengan derecho sólo podrán  obtenerlos con efecto retroactivo desde la fecha en que pudieran haber podido reclamarlos, si hacen valer sus derechos, por escrito, dentro de los siguientes plazos: (i) En caso de supresión o modificación de la disposición del Reglamento que rija el derecho pertinente, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de tal supresión o modificación. (ii) En todos los demás casos, dentro del año siguiente a la fecha en que el funcionario hubiera adquirido el derecho a tal beneficio.


� Se refiere a la regla idem supra.


� Regla 103.11 Retroactividad de los pagos:  Los funcionarios que no hayan recibido los subsidios, primas u otros pagos a que tengan derecho sólo podrán obtenerlos con efecto retroactivo desde la fecha en que pudieran haber podido reclamarlos, si hacen valer sus derechos, por escrito, dentro de los siguientes plazos:


(i) En caso de supresión o modificación de la disposición del Reglamento que rija el derecho pertinente, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de tal supresión o modificación.


(ii) En todos los demás casos, dentro del año siguiente a la fecha en que el funcionario hubiera adquirido el derecho a tal beneficio.


� Artículo VII (1) del Estatuto del Tribunal Administrativo: “Salvo en la medida en que más adelante se establezca otra cosa, el Tribunal reconocerá el carácter definitivo de todos los acuerdos transaccionales, convenios liberatorios, acuerdos encaminados a someter casos a arbitraje (...)”.
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